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Pueblos indígenas y tribales 

Brasil 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) (ratificación: 2002) 

Comentario anterior: observación 
Comentario anterior: solicitud directa 

La Comisión toma nota de las observaciones de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), 
recibidas el 2 de septiembre de 2024. 

Seguimiento de las recomendaciones del Comité tripartito (reclamación presentada en virtud 

del artículo 24 de la Constitución de la OIT) 

Derechos de las comunidades quilombolas de Alcántara sobre tierras tradicionalmente ocupadas. La 
Comisión recuerda que desde hace varios años ha examinado la cuestión del impacto del 
establecimiento del Centro de Lanzamientos de Alcántara (CLA) y del Centro Espacial Alcántara (CEA) en 
los derechos de las comunidades quilombolas de Alcántara. Al respecto, la Comisión toma nota que el 
Consejo de Administración, en su 351.ª reunión (junio de 2024), adoptó las recomendaciones 
formuladas por el Comité tripartito encargado de examinar la reclamación presentada por el Sindicato 
de los Trabajadores y Trabajadoras Rurales de Alcántara (STTR) y el Sindicato de los Trabajadores y 
Trabajadoras en la Agricultura Familiar de Alcántara (SINTRAF), en la que se alega el incumplimiento por 
parte del Brasil del Convenio, con base en la situación de las comunidades quilombolas de Alcántara. El 
Comité tripartito recomendó al Gobierno que: i) finalice sin demora la titulación de tierras de las 
comunidades quilombolas; ii) permita a las comunidades desplazadas del CLA realizar sus actividades 
tradicionales y de subsistencia, incluida la pesca; iii) realice estudios de impacto social, cultural y 
ambiental en cooperación con las comunidades de Alcántara; iv) consulte a las comunidades que serían 
afectadas por la expansión del CLA, y v) asegure que cualquier traslado de estas comunidades cuente 
con su consentimiento libre e informado o se realice mediante procedimientos legales que garanticen 
la entrega de tierras de igual o mejor calidad y condición jurídica. 

La Comisión toma debida nota de que el Gobierno informa en su memoria que no se encuentran 
en curso acciones para la expansión del CLA. En efecto, el Ministro de Estado de la Casa Civil suspendió 
los efectos jurídicos de la orden de 10 de mayo de 2013 que preveía la exclusión de 12 546 hectáreas 
del territorio quilombola, para la ampliación del CLA.  

Asimismo, el Gobierno indica que mediante el Decreto núm. 11.502 de 2023 se creó un Grupo de 
trabajo interministerial con el propósito de proponer alternativas para la titulación de las tierras de las 
comunidades quilombolas de Alcántara teniendo en cuenta los intereses de las comunidades y del CEA. 
La Comisión toma nota del informe final del Grupo de trabajo interministerial de 26 de abril de 2024 
que contiene información detallada sobre las reuniones llevadas a cabo, las propuestas elaboradas por 
los ministerios, las comunidades quilombolas y el programa espacial, así como sobre el proyecto de un 
plan de consulta para las comunidades quilombolas de Alcántara en relación con acciones y políticas 
públicas del Centro Espacial. El Gobierno indica que, paralelamente a las propuestas presentadas en el 
informe del Grupo de trabajo interministerial, inició negociaciones con las entidades representativas de 
las comunidades concernidas para conseguir una solución consensual y retomar el procedimiento de 
regularización del territorio quilombola que había sido paralizado por casi 16 años. 

La Comisión toma nota que el 19 de septiembre de 2024, en el marco de una ceremonia oficial en 
la cual participó el Presidente de la República, representantes de la Unión, de las comunidades de 
quilombolas de Alcántara y otros movimientos (incluso uno de los sindicatos que presentó la reclamación 
ante la OIT) firmaron el Acto de Conciliación, Compromisos y Reconocimientos Recíprocos (TCCR). La 
Comisión observa que en dicho Acto: i) el Gobierno y el Comando de Aeronáutica indican que no se 
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oponen al reconocimiento de las 78 105 hectáreas, incluyendo las 12 645 hectáreas previstas 
previamente para la extensión del CLA, identificadas como territorio tradicional de las comunidades 
quilombolas de Alcántara en el informe técnico de identificación y delimitación del Instituto Nacional de 
Colonización y Reforma Agraria (INCRA) de 2008, y desisten de cualquier acción al respecto 
comprometiéndose a no plantear más objeciones y a respetar la afectación del área del CLA realizada 
por el Gobierno Federal; ii) las comunidades quilombolas declaran estar de acuerdo con la identificación 
y delimitación realizada por el INCRA y con la existencia del CLA en el área donde está instalado. 
También aceptan no plantear más objeciones al respecto; iii) se establece que el Presidente del INCRA 
firmará la orden de reconocimiento y delimitación del territorio quilombola de Alcántara con un área 
de 78 105 hectáreas, y iv) en un plazo de 12 meses el INCRA iniciará la titulación del territorio 
identificado y declarado. 

La Comisión toma nota con interés de la adopción de la Orden núm. 658 de 17 de septiembre de 
2024 mediante el cual el INCRA reconoce como tierras de la comunidad quilombola de Alcántara el área 
de 78 105 hectáreas delimitada en 2008, así como del Decreto núm. 12.190 de 20 de septiembre de 2024 
que declara de interés social para fines de expropiación las fincas rústicas comprendidas en dichas 
tierras y autoriza el INCRA a promover y ejecutar la expropiación, conforme lo prevé la ley en vigor. 

Por otra parte, en relación con el acceso al mar de las comunidades, la Comisión toma nota de 
que el Gobierno indica que solamente la zona adyacente al CLA requiere control de acceso, teniendo en 
cuenta que es una zona de seguridad nacional. Para conciliar el ejercicio del derecho de acceso al mar, 
el Gobierno estableció el registro de los miembros de la comunidad para que, una vez registrados, 
puedan acceder a la franja costera del CLA cuando lo deseen, procedimiento que también aplica al 
personal militar. 

La Comisión saluda las medidas tomadas por el Gobierno para avanzar en el reconocimiento de 
los derechos territoriales de las comunidades quilombolas de Alcántara y de la vulneración de sus 
derechos, incluso en el marco de la instalación del CLA, y espera que el Gobierno continúe sus esfuerzos 
para finalizar el proceso de titulación del territorio quilombola de Alcántara reconocido y delimitado 
por el INCRA. La Comisión pide al Gobierno que indique las medidas concretas tomadas por el INCRA y 
las autoridades competentes para acelerar dicho proceso. 

Artículos 2 y 7 del Convenio. Acción coordinada y sistemática. La Comisión saluda la creación del 
Ministerio de Pueblos Indígenas que, de acuerdo con el Decreto núm. 11.355 (en la redacción dada por 
el Decreto núm. 11.780 de 2023), tiene en el ámbito de sus competencias, entre otras, la política 
indígena, la defensa, goce exclusivo y gestión de tierras y territorios indígenas, y la protección de los 
pueblos indígenas aislados y recientemente contactados. La Comisión toma nota también de la creación 
del Comité para la promoción de políticas públicas para la protección social de los pueblos indígenas, 
que planifica, articula, coordina, propone y monitorea acciones dirigidas a garantizar los derechos 
sociales y promover el bienestar de los pueblos indígenas a través de la promoción de una educación 
indígena diferenciada y bilingüe; la garantía de la seguridad alimentaria; la implementación de políticas 
de salud y saneamiento básico; la elaboración de planes de acción para erradicar los prejuicios y la 
discriminación, y el fortalecimiento de la seguridad pública en los territorios indígenas según sus 
costumbres y tradiciones. El Comité será coordinado por el Ministerio de Pueblos Indígenas y se reunirá 
con carácter ordinario cada 15 días (Decreto núm. 11.707 de 2023). 

La Comisión toma nota, además, de que el tema de los pueblos indígenas constituye una de los 
agendas transversales del Plan plurianual de la Unión para el periodo 2024-2027, que incluye en sus 
objetivos estratégicos promover los derechos de los pueblos indígenas, quilombolas y poblaciones 
tradicionales, garantizando una vida y ciudadanía dignas, valorizando su cultura, tradiciones, formas de 
vida y conocimientos. 

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO::P13100_COMMENT_ID%2CP13100_LANG_CODE:4325865%2Ces
https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO::P13100_COMMENT_ID,P13100_LANG_CODE:4325862,es
https://www.ilo.org/es/resource/record-decisions/gb/351/decision-relativa-al-informe-del-comite-tripartito-encargado-de-examinar-la
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La Comisión saluda estas iniciativas que demuestran la voluntad del Gobierno de desarrollar una 
acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de los pueblos cubiertos por el 
Convenio y a garantizar el respeto de su integridad. La Comisión alienta al Gobierno a tomar todas las 
medidas necesarias para que el Ministerio de Pueblos Indígenas, con la participación de los pueblos 
interesados, formule e implemente una política pública indígena. Asimismo la Comisión espera que el 
Comité para la promoción de políticas públicas para la protección social de los pueblos indígenas 
disponga de los recursos apropiados para cumplir con sus funciones de coordinación y monitoreo de 
las acciones dirigidas a garantizar los derechos sociales y promover el bienestar de los pueblos 
cubiertos por el Convenio y pide al Gobierno que indique las medidas tomadas al respecto a nivel 
estatal y regional para asegurar la participación de los pueblos indígenas y tribales. Sírvase indicar si se 
han llevado a cabo evaluaciones sobre la implementación de la política nacional y los resultados obtenidos. 

Artículo 3. Derechos humanos. En relación con las medidas necesarias para proteger la vida y la 
integridad física y psicológica de los pueblos indígenas y tribales frente a los actos de violencia, 
amenazas y asesinatos mencionados en sus comentarios anteriores, la Comisión toma nota de que el 
Gobierno indica que ha creado un grupo de trabajo con el fin de contribuir a la definición de medidas 
necesarias para proteger la vida, la integridad física y psicológica de los pueblos indígenas. Además, 
indica que se llevó a cabo la reivindicación de la tierra indígena Alto Río Guamá, tradicionalmente 
ocupada por el pueblo Tembé en Pará, con el retiro de los ocupantes no indígenas y la devolución de la 
propiedad plena a la comunidad tradicional. 

Por otra parte, la Comisión toma nota de que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) y la Oficina para América del Sur del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos, en un comunicado de prensa del 17 de octubre de 2024, expresaron su preocupación por 
que en los últimos meses se han registrado hechos violentos contra las comunidades indígenas, 
incluyendo agresiones de particulares y fuerzas policiales, provocando el desplazamiento forzado de 
comunidades y la muerte de varios de sus integrantes, que defendían sus tierras. Entre ellos, se tomó 
conocimiento del asesinato de líderes del pueblo Pataxó Hã-Hã-Hãe, Lucas Santos de Oliveira en 
diciembre de 2023, así como de Maria de Fátima Muniz de Andrade, conocida como Nega Pataxó, en 
enero de 2024. El 17 de septiembre de 2024, Neri Ramos da Silva, un joven indígena del pueblo guaraní 
Kaiowá, fue asesinado durante un intento de recuperación de tierras previamente demarcadas a favor 
de su comunidad. Igualmente, la Comisión toma nota de que, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH) en su visita de seguimiento de las medidas cautelares al Brasil (2023) visitó la 
tierra indígena Araribóia en donde miembros de los pueblos indígenas Guajajara y Awá alertaron sobre 
el incremento de la violencia en su territorio por la presencia de terceros no autorizados que amenazan 
y asesinan a líderes e integrantes de la comunidad. 

La Comisión toma nota además que varios órganos de las Naciones Unidas expresaron su 
preocupación por los elevados niveles de violencia ejercidos en contra de las comunidades indígenas y 
quilombolas, especialmente en contra de los defensores de los derechos humanos de estos pueblos, 
así como por la existencia de desalojos forzosos debido al acaparamiento de tierras por ganaderos, 
industrias extractivas, tala ilegal y otros proyectos industriales (CCPR/C/BRA/CO/3, 2023, 
CAT/C/BRA/CO/2, 2023 y CERD/C/BRA/CO/18-20, 2022). 

La Comisión expresa su profunda preocupación por estas informaciones que denotan la 
persistencia de un clima de violencia y de ataques a la vida y a la integridad física de las comunidades 
indígenas y quilombolas, ligado entre otras causas a la falta de demarcación de tierras indígenas y la 
ocupación de tierras por terceros. La Comisión recuerda que la persistencia de un clima de violencia 
constituye un grave obstáculo para el ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas consagrados 
en el Convenio. En consecuencia, la Comisión insta firmemente al Gobierno para que adopte todas las 
medidas necesarias para asegurar la protección adecuada de la vida y la integridad física y psicológica 
de los pueblos cubiertos por el Convenio, en particular reforzando la presencia del Estado. Asimismo, 
la Comisión pide al Gobierno que indique las medidas tomadas para que se investiguen sin demora los 

https://www.gov.br/mec/pt-br/crianca-alfabetizada/pdf/INPDFViewer.pdf
https://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Projetos/PLN/2023/Anexo/MSG%20428-23-anexo.pdf
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homicidios de los líderes indígenas y los actos de violencia cometidos a efectos de deslindar 
responsabilidades y sancionar a los culpables. Por último, teniendo en cuenta la extensión del 
territorio y el asentamiento de pueblos indígenas en zonas remotas y en ocasiones de muy difícil 
acceso, la Comisión sugiere que a través de una acción coordinada entre las distintas autoridades e 
instituciones se identifiquen las causas que han suscitado la violencia y se tomen medidas adecuadas 
para prevenirla y combatirla. 

Artículos 6, 7, 15 y 16. Consultas. La Comisión lamenta la ausencia de información del Gobierno 
sobre el estatus de los protocolos de consulta específicos adoptados por varios pueblos indígenas con 
el apoyo de la Fundación Nacional de los Pueblos Indígenas (FUNAI); sobre cómo se garantiza en la 
práctica que se apliquen de manera sistemática y coordinada en todo el país, y sobre la adopción de un 
marco reglamentario para la consulta. 

La Comisión toma nota que el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial, de las Naciones Unidas, en sus observaciones finales expresaron preocupación por la ausencia de 
consulta con las comunidades indígenas afectadas (CEDAW/C/BRA/CO/8-9, 2024, E/C.12/BRA/CO/3, 2023 
y CERD/C/BRA/CO/18-20, 2022). 

La Comisión alienta de nuevo al Gobierno a tomar las medidas necesarias para avanzar en la 
adopción de un marco normativo de consulta que asegure a los pueblos cubiertos por el Convenio un 
mecanismo adecuado para ejercer su derecho a ser consultados y participar de manera efectiva cuando 
se contemplen medidas legislativas o administrativas que puedan afectarlos directamente, y con el 
objetivo de ofrecer mayor seguridad jurídica a todas las partes involucradas. La Comisión recuerda la 
necesidad de consultar a los pueblos indígenas y los quilombolas en este proceso y de permitirles 
participar plenamente a través de sus instituciones representativas a fin de poder expresar sus 
opiniones e influir en el resultado final del proceso. Finalmente, la Comisión pide nuevamente al 
Gobierno que transmita información sobre: i) el estatus de los protocolos específicos adoptados por 
los pueblos cubiertos por el Convenio; ii) cómo se garantiza en la práctica que dichos protocolos se 
apliquen de manera sistemática y coordinada en todo el país cada vez que se prevé la adopción de 
medidas administrativas o legislativas, y iii) los procesos de consulta llevadas a cabo, incluidos los 
emprendidos con base en dichos protocolos. 

Artículo 14. Tierras. La Comisión toma nota que el Gobierno no ha proporcionado información 
sobre los recursos, tanto humanos como materiales, con los que cuentan la FUNAI y el INCRA para llevar 
a cabo su misión en materia de estudios, delimitación, demarcación y registro de tierras y dar 
seguimiento a los procedimientos pendientes al respecto. La Comisión observa, sin embargo, que de 
acuerdo con información disponible en la página web de la Presidencia de la República, en el marco de 
la ceremonia de firma del TCCR, el Presidente entregó 21 títulos de dominio a 19 comunidades 
quilombolas de nueve estados del Brasil (cinco para el estado de Amapá, cuatro para Maranhão, tres 
para Sergipe, tres para Paraíba, dos para Rio Grande del Norte, dos para São Paulo, y dos para Ceará, 
representando 120 000 hectáreas) y firmó 11 decretos de interés social que constituyen el primer paso 
para la titulación de sus territorios. 

En relación con la doctrina del «marco temporal», según la cual solo las tierras ocupadas 
efectivamente el 5 de octubre de 1988, fecha de promulgación de la Constitución, pueden ser 
reconocidas como ocupadas tradicionalmente por los pueblos indígenas, la Comisión toma nota de que 
obran propuestas para incorporar dicha doctrina en la Constitución (propuesta de enmienda 
constitucional (PEC) núm. 48/2023). Asimismo, la Comisión toma nota de que en su sentencia 
núm. 1017365 del 21 de septiembre de 2023, el Tribunal Supremo Federal (TSF) rechazó la tesis del 
marco temporal para la demarcación de las tierras indígenas considerando que la fecha de 
promulgación de la Constitución Federal no puede utilizarse para definir la ocupación tradicional de la 
tierra por estas comunidades. La Comisión observa que, no obstante la decisión del TSF y el veto del 
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Presidente de la República, se adoptó la Ley núm. 15.701 de 20 de octubre de 2023 que establece que 
son tierras tradicionalmente ocupadas por indígenas brasileños las que, en la fecha de la promulgación 
de la Constitución Federal, estuviesen simultáneamente: i) habitadas por ellos de forma permanente; 
ii) utilizadas para sus actividades productivas; iii) indispensables a la preservación de los recursos 
ambientales necesarios a su bienestar, y iv) necesarias para su reproducción física y cultural, de acuerdo 
con sus usos, costumbres y tradiciones. La Comisión observa que están pendientes ante el TSF cinco 
acciones cuestionando la constitucionalidad de la Ley, y que el TSF decidió optar por la organización, 
entre agosto y diciembre de 2024, de audiencias de conciliación entre las partes interesadas. 

La Comisión toma nota de que, en sus últimas observaciones, la CUT indica que la promulgación 
de la Ley núm. 15.701 de 2023 vulnera los derechos de los pueblos indígenas consagrados en el 
Convenio, teniendo en cuenta que en ningún momento del proceso de aprobación de la Ley se consultó 
debidamente a los pueblos indígenas y que su contenido es contrario a las disposiciones del Convenio 
relativas a los derechos de dichos pueblos sobre sus tierras. La CUT también alega que la decisión de 
establecer una comisión de conciliación obligaría a los pueblos indígenas a participar en un proceso de 
conciliación en el cual serían presionados para aceptar los términos de un posible acuerdo en el que 
renunciarían a sus derechos fundamentales. 

Por otra parte, la Comisión toma nota de que el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer, de las Naciones Unidas, manifestó su preocupación por la carencia de títulos de 
propiedad y expulsiones forzosas a las que se enfrentan los pueblos indígenas, así como por la adopción 
de la doctrina del «Marco Temporal» y su limitación respecto del reconocimiento de las tierras 
tradicionalmente ocupadas por los pueblos indígenas (CEDAW/C/BRA/CO/8-9, 2024). También el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en sus observaciones finales de 2023 manifestó su 
preocupación por las denuncias de acaparamiento de recursos naturales, el gran número de 
controversias sin resolver sobre el apoderamiento de tierras, así como la falta de protección y 
demarcación de las tierras y territorios ancestrales de los pueblos indígenas y los quilombolas 
(E/C.12/BRA/CO/3, 2023). 

La Comisión reitera que, de conformidad con el artículo 14 del Convenio, los derechos de 
propiedad y posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan deben reconocerse a los pueblos 
indígenas y tribales y son de importancia crucial para la salvaguarda de su integridad y de los demás 
derechos consagrados en el Convenio. A este respecto, la Comisión subrayó en su observación general 
del 2018 que el reconocimiento de la ocupación tradicional como fuente de derechos de propiedad y 
posesión es la piedra angular sobre la cual reposa el sistema de derechos sobre la tierra establecido 
por el Convenio. 

La Comisión insta al Gobierno a que adopte todas las medidas para garantizar que tanto en la 
legislación como en la práctica se asegure la plena aplicación del Convenio en lo que respecta a los 
derechos de posesión y propiedad de los pueblos indígenas y tribales sobre todas las tierras que ocupan 
tradicionalmente. Al respecto, la Comisión confía en que el Gobierno adopte todas las medidas 
necesarias para que se revise la Ley núm. 15.701 de 2023 que reglamenta el artículo 231 de la 
Constitución Federal a la luz de las disposiciones del artículo 14 del Convenio. Mientras tanto, la 
Comisión pide al Gobierno que redoble sus esfuerzos para avanzar en los procesos de titulación, 
demarcación y saneamiento de tierras tradicionalmente ocupadas por los pueblos cubiertos por el 
Convenio y que proporcione información detallada al respecto. La Comisión también pide al Gobierno 
que transmita información sobre la decisión del TSF en relación con las demandas relativas a la 
constitucionalidad de la Ley núm. 15.701 de 2023. 

Artículo 25. Salud. La Comisión lamenta tomar nota de que el Gobierno no ha enviado información 
sobre las observaciones recibidas oportunamente de la CUT donde se alega la elevada incidencia de 
enfermedades en las comunidades indígenas en comparación con la población en general; ni sobre la 
situación de la comunidad indígena Yanomami, la cual se ha visto afectada por el aumento de la 
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actividad de la minería (garimpeiros) que se desarrolla en sus tierras, que se traduce por más 
deforestación, sedimentación y contaminación por mercurio de los ríos y aumento de enfermedades 
como la malaria y malnutrición. 

Asimismo, la Comisión toma nota de que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) y la Relatoría Especial sobre los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales 
(REDESCA), en un comunicado de prensa de 2023, expresaron su preocupación por la grave crisis 
humanitaria relacionada con la desnutrición y la falta de atención médica en relación con enfermedades 
evitables y tratables en el pueblo Yanomami, especialmente niñas, niños y personas mayores, lo que ha 
generado 570 muertes de niñas y niños. Por otra parte, la Comisión toma nota de que, en sus 
observaciones finales de 2024, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de las 
Naciones Unidas expresó su preocupación por: i) la alta tasa de mortalidad materna que afecta de 
manera desproporcionada a las mujeres indígenas que viven en zonas rurales y en las regiones del 
norte y noreste del país y ii) el hecho que los sistemas de salud tradicionales y naturópatas, los 
conocimientos ancestrales, la cosmología y las prácticas indígenas no estén reconocidos ni integrados 
en el sistema federal de atención sanitaria, lo que afecta negativamente al acceso de las mujeres 
indígenas a la atención sanitaria (CEDAW/C/BRA/CO/8-9, 2024). 

La Comisión toma nota de estas informaciones con preocupación e insta al Gobierno a tomar las 
medidas urgentes para garantizar a los pueblos cubiertos por el Convenio el acceso a servicios de salud 
adecuados, en cooperación con dichos pueblos. La Comisión pide al Gobierno que comunique 
informaciones al respecto y en particular sobre las acciones desarrolladas respecto de los problemas 
citados de intoxicación y desnutrición de los cuales son víctimas miembros del pueblo Yanomami que 
además de constituir un problema de salud pública también se relaciona con la protección de sus 
tierras esenciales para la protección de su integridad física. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

México 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) (ratificación: 1990) 

Comentario anterior 
Reforma constitucional. La Comisión recuerda que, en 2019, se realizó un proceso de diálogo y 

consulta con los pueblos indígenas y el pueblo afromexicano a través de 54 foros regionales y que las 
propuestas formuladas se entregaron al Presidente de la República para que sirvieran como base para 
iniciativas de reforma constitucional. La Comisión saluda la promulgación, el 30 de septiembre de 2024, 
del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del artículo 2 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Pueblos y Comunidades Indígenas 
y Afromexicanos. La Comisión toma nota con interés de que con la reforma se reconoce a los pueblos 
y comunidades indígenas como sujetos de derecho público con personalidad jurídica y patrimonio 
propio; así como su derecho de decidir, conforme a sus sistemas normativos y de acuerdo con la 
Constitución, sus formas internas de gobierno y sus representantes; asimismo se reconoce que los 
pueblos y comunidades afromexicanas tienen el carácter de sujetos de derecho público, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio. La Comisión pide al Gobierno que transmita informaciones 
sobre los cambios introducidos en la legislación y en la práctica a raíz de la reforma constitucional. 

Artículos 2 y 33 del Convenio. Acción coordinada y sistemática. El Gobierno indica en su memoria que 
el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (INPI) ha venido impulsando procesos participativos con el 
objetivo de identificar y construir conjuntamente alternativas de solución a los problemas preeminentes 
que afectan a los pueblos indígenas, a través del diálogo intercultural directo entre las autoridades 
tradicionales, los miembros de las comunidades y los altos funcionarios de las entidades e instituciones 
gubernamentales. El Gobierno proporciona información, en particular, sobre planes de justicia y 
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desarrollo (planes de justicia) que son elaborados por un pueblo indígena, en colaboración con el INPI y 
otras instancias del Gobierno. La Comisión toma nota con interés de que los planes de justicia tienen como 
objetivo reparar un agravio o injusticia histórica, concreta y demostrable cometida por el Estado mexicano 
contra un pueblo indígena en particular y contienen acuerdos de naturaleza vinculatoria y resarcitoria 
logrados entre el Gobierno y las Autoridades Tradicionales. El Gobierno indica que hay planes de justicia 
en elaboración y/o ejecución en: Sonora de los pueblos Yaqui, Seri-Comca’ac, Guarijío-Makurawe, Yoreme, 
Mayo; en Jalisco, Nayarit y Durango de los pueblos Wixárika, Náayeri, O’dam o Au’dam, Mexikan; en 
Chihuahua de los pueblos Ralámuli; Ódami; Oichkama; Warijó; en Veracruz de las comunidades 
Chinantecas y Mazatecas del Valle de Uxpanapa, y en Chiapas de las comunidades que forman parte de 
los Bienes Comunales de la Zona Lacandona. En cuanto al Consejo Nacional de Pueblos Indígenas (CNPI), 
que es el órgano de participación, consulta y vinculación con los pueblos indígenas y afromexicano, según 
información disponible en su página web, el CNPI se instaló el 24 de febrero de 2024 con la participación 
de 181 consejeras y consejeros en representación de 65 pueblos indígenas y del pueblo afromexicano, 
19 representaciones de las entidades federativas y las representaciones de las Comisiones de Pueblos 
Indígenas y Afromexicanos del Congreso de la Unión. 

La Comisión saluda los acuerdos alcanzados entre el Gobierno y ciertas autoridades tradicionales 
y pide al Gobierno que transmita informaciones sobre la implementación de los planes de justicia en 
relación con la reparación y restitución de los derechos de los pueblos interesados y de sus miembros. 
Asimismo, la Comisión pide al Gobierno que informe sobre la acción del Instituto Nacional de los 
Pueblos Indígenas en el marco de su mandato de definir, diseñar, ejecutar, y evaluar las políticas y 
programas dirigidos a los pueblos indígenas y afromexicano con miras a una efectiva implementación 
del Convenio, desarrollando una acción coordinada y sistemática con la participación de los pueblos 
indígenas y afromexicano, y sus resultados. A tal respecto la Comisión pide al Gobierno que 
proporcione también ejemplos de cómo, en la práctica, los pueblos indígenas y afromexicano 
participan en el funcionamiento del INPI a través del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, incluidos 
el diseño y monitoreo de políticas y programas. 

Artículo 3. Derechos humanos y libertades fundamentales. La Comisión lamenta tomar nota de que 
varios órganos y/o titulares de mandatos de las Naciones Unidas han planteado en varias ocasiones, 
inclusive en 2024, su preocupación en relación con los actos de violencia, incluidos ataques, amenazas, 
desaparición forzada y asesinatos, como de criminalización e intimidación en contra de personas 
defensoras de los derechos humanos implicadas en la defensa de los derechos de los pueblos indígenas 
(entre otros, AL MEX 8/2024; AL MEX 7/2024; AL MEX 1/2024; AL MEX 1/2023 y CERD/C/MEX/CO/22-24, 25 
de junio de 2024). La Comisión recuerda que para que los pueblos indígenas y tribales puedan hacer valer 
y gozar de los derechos previstos en el Convenio, los Gobiernos deben adoptar las medidas adecuadas 
para garantizar un clima libre de violencia, presiones, temores y amenazas de toda índole. La Comisión 
pide al Gobierno que indique las medidas tomadas para que se investiguen los actos de violencia, 
intimidación y persecución mencionados por los órganos de las Naciones Unidas a efectos de deslindar 
responsabilidades y sancionar a los culpables. La Comisión recuerda que la falta de acciones inmediatas 
en ese sentido puede generar un clima de impunidad que afecte el ejercicio de los derechos de los pueblos 
concernidos. Asimismo, la Comisión insta al Gobierno a tomar todas las medidas necesarias para asegurar 
la protección adecuada de la vida, la integridad física y psicológica de los pueblos cubiertos por el 
Convenio, sus representantes, dirigentes y defensores. 

Salud reproductiva. En respuesta a los comentarios anteriores de la Comisión, el Gobierno indica 
que dentro del marco del Programa para el Bienestar Integral de los Pueblos Indígenas (PROBIPI), el 
INPI promueve la prevención de la violencia de género, con la participación de las mujeres indígenas y 
afromexicanas, en sus diferentes etapas de vida, impulsando el ejercicio de sus derechos sexuales y 
reproductivos con perspectiva intercultural y de género, así como con enfoque interseccional. El 
Gobierno también se refiere a los proyectos de medicina tradicional indígena para el fomento de la 
salud comunitaria, los cuales contemplan el establecimiento, la rehabilitación, el acondicionamiento y 
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el equipamiento de espacios para la práctica, enseñanza y ejercicio de la medicina y partería 
tradicionales, así como la promoción de la salud comunitaria. 

Además, la Comisión toma nota con interés: i) del nuevo artículo 2 de la Constitución que reconoce 
que los pueblos y las comunidades indígenas tienen el derecho a «desarrollar, practicar, fortalecer y 
promover la medicina tradicional, así como la partería para la atención del embarazo, parto y puerperio». 
También se reconocen a las personas que las ejercen, incluidos sus saberes y prácticas de salud y ii) de la 
adopción del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la ley general de salud, 
en materia de partería tradicional (DOF 26-03-2024) según el cual el sistema nacional de salud tiene entre 
sus objetivos promover el respeto, conocimiento y desarrollo de la partería tradicional y de su práctica en 
condiciones dignas. También prevé que, en la organización y operación de los servicios de salud materno-
infantil, las autoridades sanitarias establecerán acciones para respetar, garantizar y proteger el ejercicio de 
las parteras tradicionales, en condiciones de dignidad y acorde con sus métodos y prácticas curativas, así 
como el uso de sus recursos bioculturales. Por otro lado, la Comisión toma nota con preocupación de que, 
según indica la Encuesta Nacional sobre Discriminación (ENADIS) 2022, el 20,7 por ciento de la población 
indígena de 12 años y más percibió discriminación en los servicios de salud y el 46 por ciento de las mujeres 
indígenas de 12 años y más indicó que se le había negado atención médica o medicamentos. La Comisión 
toma nota igualmente de que el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de las Naciones 
Unidas, en sus observaciones finales de 2024, expresó su preocupación por la falta de acceso efectivo a 
servicios interculturales de salud que tengan en cuenta la diversidad cultural de la población 
(CERD/C/MEX/CO/22-24). 

La Comisión pide al Gobierno que siga desplegando esfuerzos para garantizar que las personas 
indígenas accedan a los servicios de salud sexual y reproductiva de manera voluntaria. La Comisión 
pide al Gobierno que proporcione información sobre: i) la manera como se vincula la partería 
tradicional al sistema nacional de salud y se asegura que en la práctica los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanos tengan acceso a servicios de salud sexual y reproductiva, culturalmente 
apropiados y de calidad, así como información y bienes de salud sexual y reproductiva y ii) ejemplos de 
cómo se ha asegurado en la práctica la participación de los pueblos y comunidades concernidos en el 
diseño e implementación de los programas de salud sexual y reproductiva y otras medidas pertinentes, 
incluidas las casas de la mujeres indígenas y afromexicana.  

Artículo 6. Consulta. La Comisión toma nota de que el Gobierno indica en relación con el derecho 
a la consulta que el INPI brindó acompañamiento al Congreso de la Unión en el proceso de consulta a 
los pueblos indígenas y afromexicano, respecto del proyecto de ley general de consulta de los pueblos 
y comunidades indígenas y afromexicanas. En cuanto a los procesos de consultas emprendidos, el 
Gobierno indica que el INPI ha elaborado el documento «Derecho a la Consulta Libre, Previa e 
Informada de los Pueblos Indígenas. Bases, Principios y Metodología para su Implementación por la 
Administración Pública Federal» que se ha utilizado como base para diseñar los protocolos específicos 
de las consultas llevadas a cabo, en atención a las solicitudes de diversas instituciones. En este marco 
el INPI, emite opiniones técnico-jurídicas respecto de la implementación de procesos de consulta 
indígena ante medidas administrativas y legislativas susceptibles de afectar los derechos de pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas. 

La Comisión toma nota de que el nuevo artículo 2 de la Constitución prevé el derecho de los 
pueblos indígenas a «ser consultados sobre las medidas legislativas o administrativas que se pretendan 
adoptar, cuando estas puedan causar afectaciones o impactos significativos en su vida o entorno, con 
la finalidad de obtener su consentimiento o, en su caso, llegar a un acuerdo sobre tales medidas» y la 
obligación de la Federación, las entidades federativas, los municipios y, en su caso, las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, de celebrar consultas y cooperar de buena fe con los pueblos y 
comunidades indígenas, por medio de sus instituciones representativas, antes de adoptar y aplicar 
medidas legislativas o administrativas que puedan causar afectaciones o impactos significativos en su 
vida o entorno. La Comisión subraya que el artículo 6 del Convenio establece la obligación de consultar 
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a los pueblos interesados cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente, independientemente de si el impacto sería significativo o no. 

La Comisión toma nota igualmente de que el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial de las Naciones Unidas, en sus observaciones finales de 2024, expresó su preocupación acerca 
de «informaciones que dan cuenta de que los procesos de consulta con miras a obtener el 
consentimiento libre, previo e informado se han llevado a cabo sin cumplir con los estándares mínimos 
internacionales, es decir: a) sin proporcionar información adecuada, suficiente y oportuna sobre el 
impacto que pueden tener las medidas que deben adoptarse o los proyectos de desarrollo y de 
explotación de recursos naturales sobre los derechos de los pueblos indígenas; b) sin respetar la 
organización propia de las comunidades de pueblos indígenas afectadas, y c) mediante el ejercicio de 
presión y acoso para obtener el consentimiento de las comunidades de pueblos indígenas afectadas» 
(CERD/C/MEX/CO/22-24). 

La Comisión alienta al Gobierno a continuar sus esfuerzos para que se adopte un marco 
normativo para la consulta lo antes posible y confía en que: i) sea el resultado de un proceso de 
consulta con los pueblos indígenas y afromexicano y ii) sea diseñado conforme a los requisitos del 
Convenio y abarque la consulta respecto de toda medida legislativa o administrativa susceptible de 
afectarles directamente. La Comisión pide igualmente al Gobierno que proporcione ejemplos que 
ilustren cómo los pueblos indígenas y afromexicano interesados fueron consultados, a través de sus 
instituciones representativas, en el diseño de los protocolos de consultas desarrollados por el INPI, así 
como ejemplos de las consultas acompañadas por el INPI y sus resultados. Sírvase igualmente seguir 
suministrando información sobre las dificultades encontradas en la realización de los procesos de 
consultas y las medidas tomadas por el INPI para subsanarlas. 

Artículos 7, 3) y 15, 2). Actividades de desarrollo, estudios y consulta. En relación con los procesos de 
consulta llevados a cabo con comunidades indígenas bajo la Ley de Hidrocarburos y la Ley de la 
Industria Eléctrica, la Comisión toma nota de que el Gobierno indica que el INPI ha dado 
acompañamiento a la Secretaría de Energía en los procesos de consulta realizados de acuerdo con el 
artículo 119 de la Ley de la Industria Eléctrica, incluidas las consultas que llevaron a la aprobación de los 
siguientes proyectos: sistema de transporte de gas natural Cuxtal Fase II: Loop 2 Champotón a Umán; 
sistema de transporte de gas natural Cuxtal Fase II: Loop 3 Mérida a Valladolid; así como gasoducto 
Tuxpan-Tula con comunidades Nahuas de Puebla, y la línea de transmisión y central fotovoltaica Puerto 
Peñasco - Golfo de Santa Clara —con el pueblo Cucapá de Baja California y Tohono O'odham de Sonora. 
El Gobierno informa que, como parte de los acuerdos logrados con las comunidades interesadas, se 
pavimentaron y repararon calles, se crearon caminos para las cosechas, se arreglaron luminarias, se 
ampliaron centros de salud con mobiliario, se rehabilitaron y ampliaron redes de agua potable, se 
construyeron casas de cultura, y se rehabilitaron los centros comunitarios, entre otros. La Comisión 
también toma nota de que el Gobierno se refiere a varios planes de justicia en que se han incorporado 
medidas encaminadas a fortalecer y garantizar el derecho a la participación de las comunidades sobre 
las decisiones fundamentales para la conservación de sus tierras, territorio, aguas, medio ambiente y 
recursos naturales, como una reivindicación histórica de dichos pueblos. 

La Comisión toma nota igualmente de que la Relatora Especial sobre los derechos humanos de 
los desplazados internos ha constatado el desplazamiento interno causado por planes y proyectos de 
desarrollo relacionados con la minería, la tala, la extracción de hidrocarburos, la construcción de presas 
y el turismo, incluyendo el Tren Maya, así como la creación de áreas naturales protegidas, observando 
que este fenómeno afecta mayoritariamente a los pueblos indígenas (A/HRC/53/35/Add.2, 27 de junio 
de 2023). Además, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de las Naciones Unidas ha 
expresado su preocupación por el hecho de que algunos proyectos de inversión y explotación de 
recursos naturales, tales como el Tren Maya continúen su desarrollo, a pesar de las preocupaciones y 
oposición expresadas por las comunidades de pueblos indígenas afectadas. En algunos casos, los 
proyectos de inversión han continuado a pesar de las sentencias judiciales que ordenan a las empresas 
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desalojar las tierras, reparar el daño ambiental e indemnizar a las comunidades afectadas 
(CERD/C/MEX/CO/22-24).  

La Comisión pide al Gobierno que indique cómo ha sido la participación de los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanos interesados en los beneficios de los proyectos objeto de 
consulta con arreglo al artículo 119 de la Ley de la Industria Eléctrica sobre los cuales el Gobierno ha 
proporcionado información y si han percibido una indemnización por los daños que los proyectos hayan 
podido causarles. La Comisión pide de nuevo al Gobierno que proporcione informaciones sobre los 
procesos de consulta llevados a cabo con comunidades indígenas bajo la Ley de Hidrocarburos, 
indicando los medios y recursos con los que cuentan las autoridades encargadas de los procesos de 
consulta para su adecuada implementación y los acuerdos alcanzados. La Comisión pide asimismo 
información sobre las consultas realizadas con comunidades indígenas respecto de recursos naturales 
que quedan fuera del ámbito de aplicación de la Ley de la Industria Eléctrica y de la Ley de 
Hidrocarburos. Sírvase también indicar los resultados alcanzados mediante los planes de justicia en lo 
concerniente a la participación de las comunidades interesadas en las decisiones sobre la conservación 
de sus tierras, territorio, aguas, medio ambiente y recursos naturales. 

Artículos 14 y 18. Tierras. Conflictos sobre tierras. Intrusión. Respecto de las medidas adoptadas para 
salvaguardar los derechos de los pueblos indígenas sobre sus tierras, el Gobierno indica que los planes 
de justicia, también cubren el tema «tierra y territorio» e impulsan acciones con instituciones del sector 
agrario para dar certeza a los pueblos a través de la regularización de la tierra, en caso de no contar con 
los certificados correspondientes. En el marco de dichos planes de justicia, se prevé dirimir el conflicto 
de uso o de ocupación de los territorios propios por entes ajenos, a través del acercamiento de las 
partes y del diálogo, la aplicación de la ley y el acompañamiento durante el proceso por instituciones 
como la Procuraduría Agraria, el Registro Agrario Nacional, Tribunales Agrarios y sus pares en las 
entidades estatales, junto con las instituciones de seguridad con fines de protección a la integridad, 
sobre todo en la toma de posesión del territorio legítimo por sus auténticos propietarios. Por ejemplo, 
el Gobierno indica que, en el marco del Plan de justicia del pueblo Yaqui, entre otros, se obtuvieron 
sentencias favorables para la reversión de varias hectáreas de tierra; asimismo se concretó la compra 
de otras hectáreas de tierra a siete pequeños propietarios para devolvérselas al pueblo Yaqui. 
Adicionalmente, el Gobierno informa que el INPI ha acompañado procesos para el deslinde y 
enajenación de tierras consideradas como nacionales, para que sean asignadas a título colectivo en 
favor de comunidades indígenas (Rancho El Arbolito, Igualapa, Guerrero, y Flor de Café, Jitotol, Chiapas, 
en 2022). Además, se adoptaron medidas en favor de los pueblos indígenas Wixárika, Náayeri, O'dam o 
Au'dam y Mexikan para reconocer, preservar y salvaguardar sus lugares, sitios sagrados y las rutas de 
peregrinación, así como para asegurarse de que sus territorios no podrán ser objeto de nuevas 
concesiones o permisos relacionados con la minería u otras industrias que los afecten o deterioren. La 
Comisión toma nota igualmente de la información proporcionada por el Gobierno acerca de las 
dificultades encontradas para solucionar la disputa territorial que afecta a la comunidad de San Andrés 
de Cohamiata, incluidas la demora de los juicios agrarios y la división de las localidades y sus comuneros. 

Por otro lado, la Comisión toma nota de que el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial de las Naciones Unidas expresó su preocupación por el hecho de que los derechos que tienen los 
pueblos indígenas a sus tierras, territorios y recursos no se han reconocido y protegido plenamente, así 
como por la persistencia de largos conflictos territoriales que afectan a los pueblos indígenas y que 
generan actos de violencia en su contra (CERD/C/MEX/CO/22-24). 
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Al tiempo que saluda las iniciativas emprendidas por el INPI, incluida las acciones que se insertan 
en el marco de los planes de justicia, la Comisión pide al Gobierno que: 

• continúe realizando esfuerzos para garantizar los derechos de los pueblos indígenas a las tierras 
que tradicionalmente ocupan y a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus 
actividades tradicionales y de subsistencia y que proporcione información específica sobre las 
tierras que hayan sido identificadas, regularizadas y titularizadas, así como sobre las soluciones 
de conflictos alcanzados con las comunidades interesadas en el marco de los planes de justicia; 

• continúe informando sobre toda evolución en relación con el conflicto que afecta a la 
comunidad de San Andrés de Cohamiata y espera que todos los actores concernidos 
desplieguen sinceros esfuerzos para lograr una solución, y 

• transmita informaciones sobre la situación de la comunidad indígena de Choréachi del estado 
de Chihuahua y la comunidad Cucapa del estado de Baja California. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

Nepal 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) (ratificación: 2007) 

Comentario anterior 
Artículos 3 y 4 del Convenio. Derechos humanos y libertades fundamentales. Medidas especiales. La 

Comisión toma nota de que el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, de las Naciones 
Unidas, expresó su preocupación por los informes de grave hostigamiento a líderes indígenas, incluidos 
miembros del pueblo tharu, por parte de agentes estatales (CERD/C/NPL/CO/17-23, mayo de 2018). La 
Comisión observa asimismo que los titulares de mandatos de las Naciones Unidas han planteado en 
varias ocasiones su preocupación por las amenazas y represalias contra los pueblos indígenas y contra 
los defensores de estos cuando protestan contra proyectos que afectan el reconocimiento de sus 
derechos (véase, por ejemplo, JAL NPL 2/2023; JAL NPL 2/2022; NPL 1/2021). La Comisión subraya la 
necesidad de garantizar que los pueblos indígenas puedan ejercer plenamente, en libertad y seguridad, 
los derechos establecidos por el Convenio y de cerciorarse de que no se utilice ninguna forma de fuerza 
o coerción en violación de sus derechos humanos y libertades fundamentales. La Comisión pide al 
Gobierno que proporcione información sobre las medidas adoptadas para garantizar un clima 
desprovisto de cualquier tipo de violencia contra los pueblos indígenas y sus defensores, incluyendo 
información sobre las medidas adoptadas para prevenir, investigar y sancionar el uso excesivo de la 
fuerza por parte de las fuerzas del orden público contra personas indígenas en el contexto de protestas 
en defensa de sus derechos. Le pide también que tenga a bien proporcionar ejemplos de 
procedimientos judiciales emprendidos por los pueblos indígenas, individualmente o a través de sus 
órganos representativos, para proteger sus derechos, así como información sobre los obstáculos 
encontrados y las medidas especiales adoptadas en consecuencia para hacer frente a esos obstáculos. 

Artículo 6. Consultas sobre las medidas legislativas y administrativas. En relación con sus comentarios 
anteriores sobre los progresos realizados en el desarrollo de procedimientos para la consulta de los 
pueblos indígenas sobre las medidas legislativas o administrativas que puedan afectarles directamente, 
la Comisión tomó nota de que la Constitución de Nepal establece que deben tomarse medidas 
especiales para garantizar la participación de las nacionalidades indígenas (Adivasi Janajati) en la toma 
de decisiones que les conciernen (artículo 51, j)). La Comisión también tomó nota de que el Ministerio 
de Asuntos Federales y Desarrollo Local había comenzado a sistematizar los procedimientos de consulta 
con los Adivasi Janajati. Asimismo, el Gobierno ha indicado que la representación en la Asamblea 
Nacional y en las asambleas provinciales y de las aldeas se basa en el principio de inclusión y que el 
Gobierno consulta a la Fundación Nacional para el Desarrollo de las Nacionalidades Indígenas (NFDIN) 
a la hora de elaborar y aplicar políticas, planes y programas que reflejen los problemas y 
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preocupaciones de las comunidades indígenas. La Comisión recuerda que el Convenio consagra el 
derecho de los pueblos indígenas a ser consultados como una forma de garantizar su plena 
participación en la toma de decisiones que les conciernen. El artículo 6 del Convenio prevé la obligación 
de establecer los medios apropiados para realizar consultas con los pueblos indígenas cada vez que se 
prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; y 
especialmente antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de 
recursos existentes en sus tierras. Por consiguiente, la Comisión pide al Gobierno que indique los 
procedimientos específicos establecidos para consultar a los pueblos indígenas sobre las medidas 
legislativas o administrativas que puedan afectarles directamente, incluyendo información sobre las 
medidas adoptadas para garantizar que sean consultados y puedan participar de manera adecuada, a 
través de sus instituciones representativas, en el diseño de dichos procedimientos de consulta. La 
Comisión también solicita al Gobierno que proporcione ejemplos concretos de procesos de consulta 
con los pueblos indígenas y sobre su funcionamiento, a fin de que la Comisión pueda evaluar la manera 
en que se aplica el artículo 6 del Convenio. 

Artículos 13 y 14. Reconocimiento y protección del derecho a la tierra. La Comisión había tomado nota 
de la adopción de la política de utilización de la tierra de 2012 y de las conclusiones de la Comisión 
Científica de Reforma Agraria, que pusieron de relieve que las tasas de propiedad de la tierra por parte 
de los Adivasi Janajati son bajas. El Gobierno indicó que estaba realizando esfuerzos para aplicar las 
recomendaciones derivadas del informe sobre la reforma agraria elaborado por la Comisión Científica 
de Reforma Agraria y que estaba actualizando los inventarios de tierras, propietarios y arrendatarios. 

La Comisión toma nota de que el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la extrema 
pobreza y los derechos humanos, en su informe sobre su visita a Nepal en 2022, destacó que las 
desigualdades en el acceso a la tierra siguen siendo importantes. Además, el Relator Especial observó 
que la falta de protección práctica de los usuarios de la tierra, a pesar de las garantías de la Ley de 
Tierras de 1964, afecta en particular a los pueblos indígenas, ya que la mayoría de los parques 
nacionales y otras «zonas protegidas» se han establecido en las tierras ancestrales de pueblos 
indígenas, muchos de los cuales fueron desalojados y desde entonces han permanecido sin tierra. 
Según algunas estimaciones, en 2015, alrededor del 65 por ciento de las tierras ancestrales que antes 
pertenecían a pueblos indígenas se habían convertido en parques y reservas nacionales, lo que obligó 
a muchos Adivasi Janajati a reubicarse en otros lugares (A/HRC/50/38/Add.2, mayo de 2022).  

La Comisión insta al Gobierno a que adopte las medidas necesarias para reconocer y proteger 
los derechos de los Adivasi Janajati sobre las tierras que tradicionalmente han ocupado o utilizado, de 
conformidad con los artículos 13 y 14 del Convenio, y a que facilite información al respecto. En este 
sentido, la Comisión pide al Gobierno que proporcione información sobre: i) los progresos realizados 
en la identificación de las tierras tradicionalmente ocupadas por los Adivasi Janajati; ii) los procesos 
de titulación y registro de tierras, incluyendo indicaciones sobre la superficie cubierta por títulos de 
propiedad y sobre las comunidades beneficiarias, y iii) si existen procedimientos para resolver las 
reclamaciones de tierras de los Adivasi Janajati, junto con ejemplos que ilustren su utilización. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

Nicaragua 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) (ratificación: 2010) 

Comentario anterior: observación 
Comentario anterior: solicitud directa 

Artículos 2 y 33 del Convenio. Acción coordinada y sistemática. La Comisión toma nota del Decreto 
Ejecutivo núm. 71-98 de 2021 que contiene el reglamento a la Ley de organización, competencia y 
procedimientos del poder ejecutivo y que establece competencias para la Secretaría para el Desarrollo 

https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO::P13100_COMMENT_ID,P11110_COUNTRY_ID,P11110_COUNTRY_NAME,P11110_COMMENT_YEAR:3244381,103197,Nepal,2015
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de la Costa Caribe en relación a las comunidades indígenas de dicha región y que incluyen: i) promover 
la comunicación entre el Gobierno, las autoridades regionales y los líderes de las comunidades 
indígenas; ii) conducir el funcionamiento coherente de las acciones del Gobierno respecto a las regiones 
autónomas; iii) fortalecer la institucionalidad indígena regional, y iv) coordinar procesos de consulta con 
la población de la Costa Caribe. 

La Comisión también toma nota de la adopción del Plan de desarrollo de la Costa Caribe y el Alto 
Wangki Bocay (2019-2029) publicado en la página web del Ministerio del Ambiente y los Recursos 
Naturales (MANERA). Dicho Plan fue elaborado en colaboración con los gobiernos regionales de la Costa 
Caribe y los gobiernos territoriales indígenas de Alto Wangki y Bocay. El Plan comprende cuatro ejes: 
desarrollo sociocultural; desarrollo económico territorial con enfoque de cambio climático; 
transformación productiva y económica, y fortalecimiento de la institucionalidad autonómica. La 
Comisión también toma nota de que el Gobierno informa en su memoria sobre la adopción del Plan 
nacional de lucha contra la pobreza (2022-2026), el cual prevé el fortalecimiento de la gobernanza de 
los regímenes de propiedad comunal en la Costa Caribe a través de la formulación de planes de 
desarrollo territoriales en los 23 territorios indígenas y afrodescendientes que fueron demarcados y 
titulados anteriormente por el Gobierno. Dichos planes deberán estar alineados a un modelo de 
economía verde, la institucionalización de la protección de territorios, la protección de bienes culturales, 
y el fomento de la economía familiar, rural y urbana. 

La Comisión toma nota también de que tanto el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales como el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de las Naciones Unidas, en 
sus observaciones finales de 2021 y 2023 respectivamente, manifestaron su preocupación por las 
alegaciones relativas al desconocimiento por parte del Gobierno de las autoridades indígenas electas 
en asambleas comunitarias, y por la creación de gobiernos paralelos para suplantar la representación 
de las comunidades de pueblos indígenas constituidas legalmente, lo que afecta los procedimientos de 
participación política y de consulta y facilita la usurpación de territorios indígenas (E/C.12/NIC/CO/5 y 
CERD/C/NIC/CO/15-21). De igual modo, la Comisión toma nota que, en sus observaciones finales 
de 2022, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas se refirió a los obstáculos que 
enfrentan las comunidades indígenas y afrodescendientes, en especial las mujeres, para participar en 
las instancias de toma de decisiones y en las instituciones estatales, en particular en gobiernos 
comunales y gobiernos territoriales indígenas (CCPR/C/NIC/CO/4). 

La Comisión toma nota con preocupación de estas informaciones y lamenta la ausencia de 
información del Gobierno sobre el funcionamiento de mecanismos de participación de los diferentes 
pueblos indígenas del país en la elaboración de políticas y programas que les conciernen, tanto en el 
marco del régimen de autonomía de la Costa Caribe como fuera del ámbito regional autonómico. 

La Comisión pide al Gobierno que indique cómo asegura una acción coordinada y sistemática, 
con la participación de los pueblos indígenas a través de sus instituciones representativas, en las 
políticas y programas que los conciernen (tanto a nivel nacional, regional y comunitario). Asimismo, 
pide al Gobierno que transmita información sobre las medidas adoptadas bajo los distintos ejes del 
Plan de desarrollo de la Costa Caribe y el Alto Wangki Bocay (2019-2029), así como sobre las acciones 
dirigidas a los pueblos indígenas implementadas en el marco del Plan nacional de lucha contra la 
pobreza (2022-2026), y que indique la forma como se garantiza que dichas medidas son tomadas en 
cooperación con los pueblos cubiertos por el Convenio (tanto de la región del Caribe como del Pacífico). 

Artículo 3. Derechos Humanos. Clima de violencia en la Costa Caribe Norte. En sus comentarios 
anteriores, la Comisión observó la existencia de un clima de violencia en la Costa Caribe Norte resultante 
de conflictos relacionados a la ocupación de tierras y pidió al Gobierno que tome medidas para 
investigar y sancionar dichos actos de violencia y proteger la integridad de los pueblos indígenas. La 
Comisión deplora que el Gobierno no haya comunicado informaciones a este respecto, teniendo en 
cuenta la gravedad de las situaciones que se habían presentado. 
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Además, la Comisión toma nota de que, según el informe de la Alta Comisionada de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos del 11 de febrero de 2021, entre octubre de 2019 y enero de 2020, 
la policía registró 20 homicidios, dos desapariciones y dos heridos relacionados con conflictos de 
propiedad en la Región Autónoma de la Costa Caribe Norte. Asimismo, se refirió al asesinato de 
diez hombres indígenas y siete heridos en incidentes presuntamente relacionados con disputas 
territoriales en la misma Región. Al respecto, el Gobierno indicó que había llevado investigaciones sobre 
estos incidentes, y que la Corte Suprema de Justicia creó una Comisión Interinstitucional para procesar 
todos los casos en que se vulneran los derechos de los pueblos indígenas (A/HRC/46/21). 

La Comisión toma nota también de que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su 
informe anual de 2023, reiteró su preocupación por el incremento de la violencia contra pueblos indígenas 
y comunidades afrodescendientes, así como por los continuos ataques, criminalización y hostigamiento 
contra las comunidades indígenas de la Costa Caribe de Nicaragua y el consecuente desplazamiento de 
estas. Por otra parte, la Comisión toma nota de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
mediante la Resolución de 27 de junio de 2023, amplió las medidas provisionales dictadas en 2016 para 
erradicar el clima de violencia que afecta la Costa Caribe Norte, a causa de conflictos sobre posesión de 
tierras, y solicitó al Gobierno que adopte las medidas necesarias para proteger los derechos a la vida y la 
integridad personal de los miembros del pueblo indígena Mayangna que habitan en la comunidad Wilú, 
que se han desplazado en respuesta a actos de violencia por parte de terceros o de agentes del Estado. 
La Comisión toma nota además de que, en sus observaciones finales del año 2024, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de las Naciones Unidas observó con preocupación 
informaciones relativas a violencia física, psicológica y sexual de las mujeres indígenas, en particular en la 
reserva Bosawás y el territorio indígena Mayangna Sauni (CEDAW/C/NIC/CO/7-10). 

La Comisión toma nota con profunda preocupación de las informaciones anteriores que 
evidencian la persistencia del clima de violencia y de ataques a la vida y a la integridad física de las 
comunidades indígenas de la Región Autónoma de la Costa Caribe Norte, el cual está ligado a las 
reivindicaciones territoriales y los procesos de saneamiento de tierras de dichas comunidades. Al 
respecto, la Comisión recuerda que un clima de violencia como el descrito constituye un grave obstáculo 
para el ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas consagrados en el Convenio y subraya que la 
falta de procesamientos y condenas de los autores de hechos de violencia genera un clima de 
impunidad inaceptable que impacta en el ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas. La 
Comisión insta firmemente al Gobierno a que adopte todas las medidas necesarias para asegurar un 
clima libre de violencia en el marco del cual se proteja de manera adecuada la integridad física y 
psicológica de los pueblos cubiertos por el Convenio. En este sentido, pide al Gobierno que de manera 
urgente implemente las medidas necesarias para: i) que se investiguen todos los actos de violencia 
cometidos en las zonas en que se encuentran asentados los pueblos indígenas en la Costa Caribe Norte, 
se deslinden responsabilidades y se enjuicie a los culpables, incluido en el marco de las labores de la 
comisión interinstitucional establecida por la Corte Suprema de Justicia; ii) proteger la vida e 
integridad física y psicológica de los pueblos indígenas la Costa Caribe Norte, en particular de las 
mujeres indígenas, y iii) poner en marcha una acción coordinada para identificar las raíces de los 
conflictos que han suscitado la violencia y tomar acciones al respecto. 

Artículo 6. Consultas. La Comisión observa que el Gobierno no ha proporcionado información sobre el 
funcionamiento de mecanismos de consulta previa sobre medidas legislativas y administrativas susceptibles 
de afectar directamente a los pueblos indígenas. La Comisión toma nota de que tanto el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Comité 
de Derechos Humanos, de las Naciones Unidas, han manifestado su preocupación por la falta de 
mecanismos adecuados para garantizar que las comunidades indígenas sean consultadas sobre decisiones 
susceptibles de afectar sus derechos, especialmente sobre sus territorios tradicionales, por las alegaciones 
recibidas acerca de situaciones en las que no se habría cumplido plenamente con la consulta previa, o por 
la realización de consultas con personas no legitimadas para representar a los pueblos indígenas afectados 
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(E/C.12/NIC/CO/5, CCPR/C/NIC/CO/4 y CERD/C/NIC/CO/15-21). La Comisión pide nuevamente al Gobierno 
que informe de manera detallada sobre las medidas tomadas para llevar a cabo procesos de consulta con 
los pueblos cubiertos por el Convenio respecto de toda medida legislativa y administrativa susceptible de 
afectarles directamente. También pide al Gobierno que especifique cuál es el actual marco regulatorio de 
la consulta previa, indicando la institución encargada de coordinar y monitorear dichos procesos. 

Artículo 14. Demarcación y procesos de titulación de tierras. La Comisión recuerda que los procesos 
de demarcación y titulación de las tierras de los pueblos indígenas de las regiones autónomas de la 
Costa Caribe se rigen por la Ley núm. 445 de 2002 (Ley de régimen de propiedad comunal de los pueblos 
indígenas y comunidades étnicas de las regiones autónomas de la Costa Atlántica de Nicaragua y de los 
Ríos Bocay, Coco, Indio y Maíz) y que no existe una ley específica que regule la propiedad comunal de 
los pueblos indígenas del Pacífico, Centro y Norte del país. 

En respuesta al pedido de la Comisión sobre información respecto a los avances en la demarcación 
y titulación de tierras indígenas, el Gobierno informa que ha entregado 125 277 títulos de propiedad que 
han beneficiado a un total de 134 491 personas, por medio del Proyecto de Ordenamiento de Propiedad 
(PRODEP III) y que, ha realizado el levantamiento topográfico con fines de actualización catastral en los 
territorios de las comunidades indígenas de los Departamentos de Madriz, Nueva Segovia y Jinotega, a 
saber: 13 452 parcelas en el municipio de Telpaneca; 4 851 parcelas en el municipio de San José de 
Cusmapa; 3 087 parcelas en el municipio de las Sabanas; 5 240 parcelas en el municipio de Mozonte, y 
3 504 parcelas en el municipio de María de Pantasma. La Comisión toma nota también de que, de acuerdo 
con información proporcionada por el Gobierno, se ha hecho entrega, en coordinación con la Comisión 
Nacional de Demarcación y Titulación (CONADETI), de títulos de propiedad en dos áreas complementarias, 
en el territorio de Mayangna Sauni Bu y en el territorio Miskitu Indian Tasbaika Kim. 

La Comisión también toma nota de que, de acuerdo con información de la CONADETI, durante el 
periodo de 2005 a 2022, se han entregado y aprobado en la Región Autónoma Costa Caribe Norte 
(RACCN) y en la Región Autónoma Costa Caribe Sur (RACCS) un total de 23 títulos de propiedad comunal 
y tres áreas complementarias que comprenden una totalidad de 3 881 598,9 hectáreas (que representa 
el 29,7 por ciento del territorio nacional), los cuales han sido inscritos en el Registro Público de 
Propiedad. Esto ha beneficiado a 313 comunidades indígenas y afrodescendientes y a 284 161 personas. 
La Comisión toma nota además de que el Gobierno indica que los asuntos en que se discuten derechos 
reales dentro de un territorio ocupado por las comunidades indígenas se ponen en conocimiento de la 
autoridad judicial competente, la cual a su vez pone la causa a conocimiento de la autoridad territorial 
respectiva, a fin de que las comunidades afectadas puedan intervenir en el proceso. 

La Comisión toma nota también de que el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, 
de las Naciones Unidas, en sus observaciones finales de 2023, manifestó su preocupación por las 
alegaciones relativas a la falta de saneamiento de territorios indígenas, lo que ha conllevado a 
invasiones ilegales por colonos y personas no indígenas y a conflictos y violencia en torno al acceso a la 
tierra y a los recursos naturales (CERD/C/NIC/CO/15-21). 

La Comisión pide al Gobierno que continúe realizando esfuerzos para avanzar en los procesos de 
titulación, demarcación y saneamiento de tierras tradicionalmente ocupadas por los pueblos cubiertos 
por el Convenio, y que continúe proporcionando información detallada al respecto. Asimismo, pide al 
Gobierno que proporcione ejemplos sobre casos relativos a disputas territoriales entre pueblos 
indígenas o tribales y terceros, que hayan sido resueltos por la autoridad judicial, así como información 
sobre los procedimientos en curso. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 
[Se solicita al Gobierno que responda de forma completa a los presentes comentarios en 2025]. 
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Noruega 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) (ratificación: 1990) 

Comentario anterior 
La Comisión recuerda que, de conformidad con los deseos expresados por el Gobierno al ratificar 

el Convenio, el Parlamento sami (Sámediggi), como órgano representativo del pueblo indígena sami de 
Noruega, desempeña un papel directo en el debate sobre el control de la aplicación del Convenio. A 
este respecto, la Comisión toma nota de la memoria del Gobierno, así como del informe de 2023 del 
Parlamento sami sobre la aplicación del Convenio. La Comisión toma nota también de la información 
adicional proporcionada por el Parlamento Sami el 30 de agosto de 2024, así como la respuesta del 
Gobierno sobre esta información. 

La Comisión saluda la adopción de una enmienda a la Constitución de Noruega para reconocer al 
pueblo sami como pueblo indígena de Noruega, la cual, según el informe del Parlamento sami, fue el 
resultado de consultas entre el Parlamento sami y el Gobierno. Asimismo, toma nota con interés de la 
adopción de medidas legislativas destinadas a garantizar que se tenga en cuenta la cultura sami en el 
contexto del servicio de asistencia social para niños y los programas educativos. Además, la Comisión 
toma debida nota de la aprobación en 2021 de la Ley de Enmienda a la Ley de los Sami (consultas), cuyo 
objetivo es crear las condiciones adecuadas para que el pueblo sami de Noruega afiance y desarrolle su 
lengua, cultura y vida social. Según el artículo 1, 1) de la Ley, las disposiciones de la Ley se aplicarán con 
las limitaciones establecidas en el Convenio y de conformidad con las normas del derecho internacional 
sobre los pueblos indígenas. 

Artículo 3 del Convenio. Derechos Humanos. Proceso de reconciliación. La Comisión toma nota con 
interés de la creación en 2018 de una Comisión de la Verdad y la Reconciliación, a la que se encomendó 
realizar una relación desde el punto de vista histórico de las políticas y actividades llevadas a cabo en 
Noruega en relación con el pueblo sami y examinar sus repercusiones, así como proponer medidas para 
avanzar en el camino de la reconciliación entre el pueblo sami y el Gobierno. Según el informe de dicha 
Comisión, publicado en 2023, entre los ámbitos afectados por la «política de norueguización» del 
Gobierno (que se aplicó desde finales del siglo XIX hasta mediados del decenio de 1980) figuraban la 
lengua, la educación y el acceso a la tierra. Esta Comisión descubrió que, como consecuencia de la 
aplicación de esa política, se desalentó el uso de las lenguas sami, no se tuvieron en cuenta las 
especificidades culturales de los sami en el modelo educativo nacional y solo la población no sami tenía 
acceso a la tierra. Además, la mencionada Comisión concluyó que el pueblo sami sigue siendo objeto 
de discriminación. Esta Comisión propone varias iniciativas para contribuir a que prosiga la 
reconciliación, como dar a conocer entre la población nacional las consecuencias de la política de 
«norueguización» sobre el pueblo sami, promover el uso de la lengua y los conocimientos culturales 
sami y adoptar mecanismos de solución de conflictos para resolver las disputas en las que esté 
implicado el pueblo sami. La Comisión toma nota de que, en su informe, el Parlamento sami indica que 
espera que el proceso de reconciliación conduzca a un mayor conocimiento de la historia de cada parte 
y de los diferentes puntos de vista, así como a una mayor tolerancia. 

La Comisión alienta al Gobierno a seguir adoptando medidas para consolidar el proceso de 
reconciliación entre el Gobierno y el pueblo sami, en particular abordando las causas profundas de la 
discriminación contra el pueblo sami e ideando soluciones a largo plazo para las repercusiones 
negativas que las políticas anteriores tuvieron en el ejercicio de sus derechos. La Comisión pide al 
Gobierno que continúe proporcionando información sobre el seguimiento dado a las recomendaciones 
de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, y sobre la participación del pueblo sami en este ámbito.  

Artículo 6. Consultas con el Parlamento sami. La Comisión recuerda que las consultas se rigen por 
los Procedimientos de 2005 para las consultas entre las autoridades estatales y el Parlamento sami. A 
este respecto, la Comisión tomó nota de que el Parlamento sami se refirió a su tardía participación en 

http://www.hacienda.gob.ni/hacienda/presupuesto2023/mpmp/255.ComisionNacionalDemarcacionTitulacion.pdf
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las consultas, así como a la exclusión de las medidas presupuestarias de las consultas. En respuesta, el 
Gobierno indicó su intención de resolver estas cuestiones mediante el diálogo con el Parlamento sami. 

La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno según la cual las consultas fortalecen el 
papel del Parlamento sami como voz representativa del pueblo sami y aumentan el conocimiento de las 
cuestiones relativas a los sami entre las autoridades gubernamentales. El Gobierno subraya que las 
consultas se llevan a cabo de buena fe y con el objetivo de llegar a un acuerdo, pero que esto no significa 
que haya concierto entre el Parlamento sami y las autoridades sobre todas las cuestiones. No obstante, 
las consultas permiten que los responsables de la toma de decisiones se familiaricen con la situación 
del pueblo sami antes de tomar decisiones. En relación con la exclusión de las medidas presupuestarias 
de las consultas, el Gobierno indica que las medidas presupuestarias del Estado no entran en el ámbito 
del Convenio, pero que cada año el Gobierno dialoga con el Parlamento sami sobre el presupuesto y 
recibe una evaluación de las necesidades presupuestarias de la comunidad sami. 

La Comisión toma nota de que el Parlamento sami reconoce que las consultas entre el Parlamento 
sami y las autoridades estatales en general son apropiadas. Indica que las consultas relativas al 
pastoreo de renos han mejorado porque se ha incluido al Parlamento sami en los procesos de toma de 
decisiones en una fase más temprana. Sin embargo, señala que no se le ha consultado sobre las 
decisiones adoptadas por el Ministerio de Administración Local y Modernización en relación con los 
planes de uso de la tierra, pero que en 2023 este Ministerio admitió que debía consultarse al Parlamento 
sami sobre estas cuestiones. 

La Comisión toma nota de que en julio de 2021 entraron en vigor nuevas disposiciones legales 
sobre consultas, que se incorporaron a la Ley de Enmienda a la Ley de los Sami. Según el Gobierno, 
estas disposiciones se derivan de los Procedimientos de 2005 para las consultas. En el artículo 4, 2) de 
la Ley se reconoce el derecho del Parlamento sami y otros representantes de los sami concernidos a 
que se les consulte en lo relativo a la legislación, los reglamentos y otras decisiones o medidas que 
puedan afectar directamente a los intereses de los sami. La obligación de realizar consultas recae en el 
Gobierno, las empresas estatales y las personas jurídicas privadas que ejercen funciones de autoridad 
en nombre del Estado (artículo 4, 3)). De conformidad con el artículo 4, 6) de la Ley, las consultas 
comenzarán tan pronto como las partes tengan una oportunidad real de llegar a un acuerdo sobre la 
decisión y continuarán mientras las partes crean que se puede llegar a un acuerdo en la materia. La Ley 
excluye del ámbito de las consultas los asuntos de carácter general que presumiblemente afecten a la 
sociedad en su conjunto de la misma manera, así como los asuntos relacionados con el presupuesto 
nacional (artículo 4, 1)). 

Habida cuenta de que la práctica de realizar procesos de consulta con el Parlamento sami está 
bien establecida, la Comisión alienta al Gobierno a seguir fomentando un entorno que permita al 
pueblo sami y al Gobierno llegar a acuerdos sobre las medidas objeto de consulta. A este respecto, la 
Comisión pide al Gobierno que aporte ejemplos de consultas emprendidas con el Parlamento sami, en 
particular con respecto al uso de las tierras que tradicionalmente han ocupado los sami y las cuestiones 
relativas al pastoreo de renos, y que indique los casos en que no se ha llegado a un acuerdo. 

Artículo 14. Derechos sobre la tierra. La Comisión recuerda que la Ley relativa a las relaciones 
jurídicas y la gestión de la tierra y los recursos naturales en Finnmark (denominada Ley de Finnmark) 
tiene por objeto beneficiar a todos los residentes, entre los que se encuentra una amplia población 
sami. En la Ley de Finnmark se establece que el estado de Finnmark constituye una entidad jurídica 
independiente encargada de la administración de las tierras de ese condado. Asimismo, se crea la 
Comisión de Finnmark, como organismo consagrado a investigar los derechos de propiedad y uso de 
la tierra y el agua en Finnmark, y el Tribunal de las Tierras No Cultivadas de Finnmark, al que se 
encomienda examinar los litigios relativos a los derechos sobre la tierra. 

En respuesta a la solicitud de información de la Comisión sobre el reconocimiento de los derechos 
territoriales de los pueblos indígenas en Finnmark, el Gobierno indica que la Comisión de Finnmark ha 
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finalizado la cartografía de los derechos en las tierras 1 Stjernoya/Seiland, las tierras 2 Nesseby, las tierras 
3 Soroya, las tierras 4 Karasjok, las tierras 5 Varangerhalvoya este y las tierras 6 Varangerhalvoya oeste. 
Se están realizando labores de cartografía en las tierras 7 Tana y Tanafjorden, las tierras 8 Kautokeino, las 
tierras 9 Porsanger y las tierras 10 Nordkyn/Svaerholtalvoya. El Gobierno añade que, a raíz del informe de 
la Comisión de Finnmark sobre las tierras 4 Karaskoj, se llevaron cuestiones sobre los derechos de 
propiedad de la tierra ante el Tribunal de las Tierras No Cultivadas. El Tribunal emitió una decisión en abril 
de 2023 en la que reconocía que la mayor parte de las tierras del municipio de Karasjok eran propiedad 
colectiva de la población local de Karasjok (incluida la población sami). La Comisión observa que, en su 
sentencia, el Tribunal afirmó que, a la luz del Convenio núm. 169, los derechos sobre la tierra son 
esenciales para la supervivencia de los pueblos indígenas y reconoció que los derechos sobre la tierra de 
otras poblaciones (no sami) que se construyen y mantienen en comunidad también deben protegerse. La 
sentencia fue revisada en mayo de 2024 por el Tribunal Supremo de Noruega, que dictaminó que la 
población local no es propietaria colectiva de las tierras de Karasjok. En su sentencia, el Tribunal Supremo 
concluyó que el uso de la tierra por parte de la población ha tenido lugar en aldeas individuales y siidas de 
pastoreo de renos y que la costumbre local sami no implica que la población haya adquirido 
colectivamente derechos de propiedad sobre toda la zona en litigio. A este respecto, el Gobierno subraya 
que, aunque el Tribunal Supremo decidió que no podía establecerse la propiedad colectiva sobre la 
totalidad de las tierras, aún no ha dictado una sentencia definitiva sobre la asignación de los derechos de 
propiedad sobre las tierras de Karasjok, ya que devolvió el caso al Tribunal de Tierras para que continuara 
el procedimiento. En este sentido, para el Gobierno es prematuro deducir que los tribunales han decidido 
sobre la propiedad de las tierras no cultivadas de Karasjok. 

La Comisión pide al Gobierno que continúe adoptando medidas para garantizar que se 
reconozcan formalmente los derechos de propiedad colectiva del pueblo sami sobre las tierras que 
tradicionalmente ha ocupado. En este sentido, pide al Gobierno que siga proporcionando información 
sobre los progresos realizados en el proceso de titulación de las tierras tradicionalmente ocupadas por 
la población sami en Finnmark, incluyendo información sobre la labor realizada por la Comisión de 
Finnmark, así como acerca de las decisiones adoptadas por el Tribunal de las Tierras No Cultivadas en 
relación con todo litigio que se le haya sometido a este respecto. Asimismo, solicita al Gobierno que 
facilite información sobre las implicaciones de la sentencia del Tribunal Supremo en el caso Karasjok 
en lo que respecta al reconocimiento de los derechos territoriales de la población sami en dicho 
municipio. Por último, la Comisión pide al Gobierno que comunique información sobre las tierras que 
han sido reconocidas como propiedad del pueblo sami fuera de Finnmark.  

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

Perú 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) (ratificación: 1994) 

Comentario anterior 
La Comisión toma nota de las observaciones enviadas por la Confederación Nacional de 

Instituciones Empresariales Privadas (CONFIEP) recibidas el 29 de agosto de 2024. Igualmente, toma 
nota de las observaciones de la Organización Internacional de los Empleadores (OIE) recibidas el 31 de 
agosto de 2024 en las cuales se indica que se espera que se realicen progresos en la aplicación del 
Convenio en consonancia con las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas y en estrecha 
consulta con la organización de empleadores más representativa del Perú. La Comisión también toma nota 
de las observaciones conjuntas enviadas por la Confederación General de Trabajadores del Perú (CGTP), la 
Central Unitaria de Trabajadores (CUT-Perú) y la Central Autónoma de Trabajadore del Perú (CATP) —que 
incluyen informaciones proporcionadas por la Organización Nacional de Mujeres Indígenas Andinas y 
Amazónicas del Perú— recibidas el 31 de agosto de 2024; de las observaciones adicionales enviadas por 

http://www.hacienda.gob.ni/hacienda/presupuesto2023/mpmp/255.ComisionNacionalDemarcacionTitulacion.pdf
http://www.hacienda.gob.ni/hacienda/presupuesto2023/mpmp/255.ComisionNacionalDemarcacionTitulacion.pdf
http://www.hacienda.gob.ni/hacienda/presupuesto2023/mpmp/255.ComisionNacionalDemarcacionTitulacion.pdf
http://www.hacienda.gob.ni/hacienda/presupuesto2023/mpmp/255.ComisionNacionalDemarcacionTitulacion.pdf
https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO::P13100_COMMENT_ID,P11110_COUNTRY_ID,P11110_COUNTRY_NAME,P11110_COMMENT_YEAR:3175673,102785,Norway,2014
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la CATP recibidas el 1 de septiembre de 2024, y de las observaciones de la Confederación Sindical 
Internacional (CSI) recibidas el 17 de septiembre de 2024. 

Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas 

(Conferencia Internacional del Trabajo, 112.ª reunión, junio de 2024) 

La Comisión toma nota de la discusión que tuvo lugar en la Comisión de Aplicación de Normas de 
la Conferencia en junio de 2024 sobre la aplicación del Convenio, así como de las conclusiones 
adoptadas al respecto. 

Artículo 3 del Convenio. Derechos humanos y derechos fundamentales. 1. Proceso judicial relativo al 
asesinato de los dirigentes indígenas en Alto Tamaya-Saweto. En relación con el asesinato de cuatro 
dirigentes indígenas de la comunidad indígena asháninka de Alto Tamaya-Saweto (departamento de 
Ucayali), ocurrido en septiembre de 2014, la Comisión toma nota de que la Comisión de la Conferencia 
pidió al Gobierno que garantice que los autores e instigadores de dichos asesinatos sean enjuiciados y 
castigados con la máxima urgencia. La Comisión de la Conferencia también pidió al Gobierno que 
adopte sin demora todas las medidas necesarias para proteger la vida, la integridad física y el bienestar 
psicológico de los miembros de las familias de los líderes indígenas asesinados. 

La Comisión toma nota de que el Gobierno indica en su memoria que, el 11 de abril de 2024, el 
Juzgado Penal Colegiado de la Corte Superior de Justicia de Ucayali notificó la sentencia condenatoria 
contra cuatro individuos acusados de los asesinatos de los cuatro dirigentes indígenas, quienes fueron 
sentenciados a 28 años y tres meses de prisión. No obstante, el Gobierno señala que dicha sentencia fue 
apelada por las partes acusadas, y actualmente se encuentra pendiente la decisión judicial al respecto. 

Al respecto, la Comisión toma nota de que la CATP indica en sus observaciones que aún falta que 
se dicte sentencia condenatoria contra uno de los acusados, y que quienes fueron condenados en la 
sentencia de abril de 2024 aún se encuentran en libertad. La CATP señala también que solo una de las 
viudas y uno de los hijos menores de los líderes asesinados han recibido asistencia económica de parte 
del Gobierno. Por su parte, la CSI señala que las amenazas contra las familias de las víctimas asesinadas 
no han cesado y que la principal vocera de dichas familias fue objeto de represalias en Pucallpa. 

La Comisión toma nota también de la adopción por parte del Gobierno del Plan de Acción Saweto 
en junio de 2024. Dicho Plan tiene como objetivo principal atender la problemática social generada en 
torno a las necesidades básicas de los pobladores de la comunidad nativa de Saweto con base en un 
mejor nivel de coordinación entre los diversos niveles de gobierno. Entre las acciones del Plan se 
contemplan: i) garantizar la presencia policial para generar un clima de seguridad en la comunidad; 
ii) proveer asistencia legal permanente a los familiares de las víctimas asesinadas mientras dure el 
proceso judicial en segunda instancia; iii) facilitar la obtención de asistencia económica por orfandad 
para los hijos de los defensores asesinados; iv) establecer canales de comunicación permanente entre 
el mecanismo intersectorial para la protección de las personas defensoras de derechos humanos y la 
comunidad indígena de Saweto para el reporte de situaciones de riesgo, y v) mejorar la infraestructura 
comunitaria y sistema educativo de la comunidad. La Comisión observa que tanto la CATP como la CGTP 
y la CUT-Perú indican que el Plan de Acción Saweto carece de coordinación interinstitucional y no 
establece metas que tengan resultados objetivos y medibles. 

La Comisión al tiempo que toma nota de los esfuerzos desplegados por el Gobierno para atender 
la situación de inseguridad y de pobreza de las familias de las víctimas de los líderes indígenas 
asesinados de Saweto, nuevamente deplora profundamente que los presuntos responsables de los 
asesinatos sigan en libertad, diez años después de haberse cometido los homicidios, a pesar de haber 
sido objeto de una sentencia condenatoria en primera instancia, y que los actos de amenaza contra 
dichas familias continúen. 

La Comisión subraya que la demora en la aplicación de la justicia equivale a la denegación de esta 
última y genera un clima de impunidad que afecta el pleno ejercicio de los derechos de los pueblos 

https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:13100:0::NO:13100:P13100_COMMENT_ID,P13100_COUNTRY_ID:4376701,102805
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indígenas. En consecuencia, la Comisión insta firmemente al Gobierno a que intensifique sus esfuerzos 
para que todos los responsables de los asesinatos de los cuatro líderes de la comunidad de 
Alto Tamayo-Saweto asesinados en 2014 sean finalmente condenados mediante sentencia firme y 
castigados. La Comisión pide también al Gobierno que tome medidas sin demora, para proteger la 
integridad física y psicológica de los familiares de las víctimas que estarían sufriendo amenazas. 
Asimismo, la Comisión confía en que se tomen las medidas necesarias para la implementación de las 
acciones que se contemplan en el Plan de Acción Saweto y pide al Gobierno que informe sobre los 
resultados obtenidos. 

2. Protección de defensores indígenas. La Comisión toma nota de que la Comisión de la Conferencia 
pidió al Gobierno que adopte sin demora medidas eficaces para prevenir la violencia contra los 
defensores indígenas, y que proporcione informaciones sobre las investigaciones y sobre las denuncias 
relativas a la tala ilegal en el departamento de Ucayali. 

La Comisión toma nota de que, al respecto, el Gobierno informa sobre múltiples diligencias in situ 
efectuadas por la fiscalía en varios departamentos del país para recopilar pruebas respecto a las 
alegaciones sobre violencias e intimidaciones a miembros de comunidades indígenas. En el marco de 
dichas diligencias, en 2024, la fiscalía visitó, entre otras, a las comunidades nativas Tres Islas, Masenawa, 
Palma Real y «23 de septiembre» del pueblo indígena asháninka, en el departamento de Madre de Dios, 
para investigar casos de amenazas y tentativas de asesinato de líderes indígenas ante la presencia de 
la minería ilegal y el cultivo ilícito de la hoja de coca. Asimismo, la policía ha llevado a cabo intervenciones 
de prevención frente a amenazas contra líderes indígenas pertenecientes a comunidades nativas de la 
selva central. Además, la Comisión toma nota de que, el Gobierno indica que, entre 2023 y los 
cuatro primeros meses de 2024 se han ejecutado más de 1 200 operativos para luchar contra la minería 
ilegal. Como resultado de ello se destruyeron 1 336 campamentos y seis plantas procesadoras. Se ha 
conformado en esta línea un grupo de trabajo integrado por 15 instituciones del Estado para actualizar 
la Estrategia Nacional para la Interdicción de la Minería Ilegal. 

El Gobierno informa también que se ha puesto en marcha un proyecto de fortalecimiento del 
mecanismo intersectorial para la protección de las personas defensoras de derechos humanos. El 
objetivo de dicho proyecto es: i) mejorar la protección efectiva de las personas defensoras de derechos 
humanos; ii) reforzar la prevención y protección, mediante la información de alerta temprana y análisis 
sobre situaciones de riesgo; iii) institucionalizar las mesas regionales del mecanismo intersectorial, y 
iv) fortalecer la atención de los casos de prevención y protección con un enfoque de género. Además, 
se prevé el fortalecimiento de las capacidades de las organizaciones indígenas para gestionar, prevenir 
o reducir el impacto negativo de los riesgos que estas enfrentan directamente. La Comisión toma nota 
también que, en relación con el asesinato del líder indígena Quinto Inuma Alvarado, el Poder Judicial ha 
dictado prisión preventiva contra cuatro de los presuntos autores del homicidio, incluyendo un presunto 
autor intelectual. 

Por otra parte, la Comisión toma nota de la información presentada por la CSI respecto al 
asesinato en abril de 2024, en la Amazonía Peruana, del guardaparque Victorio Dariquebe, 
perteneciente al pueblo Harakbut, quien habría recibido amenazas por parte de mafias asociadas a la 
tala ilegal de madera ante sus acciones de defensa de su comunidad. En dicho atentado su hijo también 
habría sido perseguido, golpeado y torturado por los atacantes. El Gobierno indica que, en respuesta a 
este asesinato, la Policía Nacional del Perú estableció en la región de Madre de Dios seis bases 
temporales mixtas con 50 oficiales y bases policiales con 60 funcionarios. La Comisión toma nota de 
que, en sus observaciones conjuntas, la CGTP, la CUT-Perú y la CATP informan sobre el asesinato 
en 2024 del líder indígena kakataibo Mariano Isacama, quien habría participado en la defensa de los 
territorios de su comunidad contra la explotación ilegal de recursos naturales. 

https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO::P13100_COMMENT_ID,P11110_COUNTRY_ID,P11110_COUNTRY_NAME,P11110_COMMENT_YEAR:4402956,102805,Peru,2024
https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO::P13100_COMMENT_ID,P11110_COUNTRY_ID,P11110_COUNTRY_NAME,P11110_COMMENT_YEAR:3175673,102785,Norway,2014
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La CATP además indica que el Protocolo de actuación fiscal para la prevención e investigación de 
delitos contra defensores de derechos humanos se encuentra paralizado por falta de recursos, que no 
cuenta con los lineamientos de actuación necesarios para la implementación de medidas de protección 
con base en una coordinación y articulación entre las entidades que lo integran, y que no prevé medidas 
de atención a los dependientes de los defensores amenazados. 

La Comisión reconoce los esfuerzos realizados por el Gobierno para incrementar la presencia de 
la fiscalía en las comunidades indígenas en departamentos ubicados en el centro y Amazonía del país, 
y para fortalecer las medidas de protección de defensores indígenas que se enfrentan a las actividades 
ilícitas de tala ilegal de madera y minería ilegal. No obstante, toma nota con profunda preocupación de 
la persistencia del clima de violencia, incluyendo amenazas y asesinatos contra defensores indígenas y 
sus dependientes por enfrentarse a tales actividades ilícitas en sus tierras. La Comisión estima que 
mientras siga la explotación ilegal de los recursos naturales en el ámbito de sus territorios, los pueblos 
indígenas y sus defensores seguirán en constante peligro de sufrir graves actos de violencia e 
intimidación, que en algunos casos derivan en homicidios. La Comisión insta firmemente al Gobierno a 
que continúe fortaleciendo las instituciones competentes que luchan contra este fenómeno. Asimismo, 
la Comisión insta firmemente al Gobierno a seguir tomando todas las medidas necesarias y urgentes 
para proteger la integridad física y psicológica de los defensores indígenas que se enfrentan a las 
actividades ilícitas, así como de sus familias, incluso a través del mecanismo intersectorial para la 
protección de las personas defensoras de derechos humanos. Al respecto pide al Gobierno que informe 
sobre los progresos realizados en lo que respecta a la institucionalización de las mesas regionales para 
la protección de defensores de derechos humanos pertenecientes a comunidades indígenas, la 
coordinación entre las distintas entidades involucradas en el mecanismo, el fortalecimiento de los 
sistemas de alerta temprana, y las capacitaciones a organizaciones indígenas para gestionar, prevenir 
y reducir el impacto de los riesgos que afrontan al denunciar actividades ilegales. La Comisión pide al 
Gobierno también que presente informaciones sobre los medios puestos a disposición para que se 
lleven a cabo las investigaciones respecto a los recientes asesinatos de los defensores indígenas 
ocurridos en 2024 y para que se procesen los autores. 

Artículos 6 y 15, 2). Consulta en el sector minero. La Comisión toma nota de que, en sus conclusiones, 
la Comisión de la Conferencia pidió al Gobierno que tome las medidas necesarias para identificar y 
abordar las dificultades ligadas a la implementación de procesos de consulta con los pueblos indígenas, 
incluso en relación con el sector minero. Al respecto la Comisión toma nota de que el Gobierno informa 
que la Comisión multisectorial permanente para la aplicación del derecho a la consulta previa (espacio 
conformado por 26 representantes del Estado, de ámbito nacional, local y regional; así como, por siete 
organizaciones indígenas) se encuentra elaborando un instrumento para la evaluación de calidad de los 
acuerdos de consulta. 

En lo que respecta a la aplicación de la consulta en el sector de la minería y la identificación de los 
sujetos a ser consultados, el Gobierno indica que el Ministerio de Energía y Minas cuenta con un equipo 
multidisciplinario para identificar a pueblos indígenas que puedan ser posiblemente afectados y que por 
tanto ameriten ser consultados. Este proceso de identificación contempla la realización de entrevistas, 
conformación de grupos focales, recorrido de la comunidad y revisión bibliográfica. Con la información 
recopilada, se elabora un primer informe relacionado con la presencia de pueblos indígenas u originarios, 
en el que se detallan los cuatro criterios de identificación: continuidad histórica; conexión territorial; 
instituciones distintivas, y autoidentificación. En caso de que se identifiquen pueblos indígenas en el 
ámbito geográfico de la medida administrativa, se procederá a realizar la evaluación de las afectaciones. 
El Gobierno informa además que, hasta junio de 2024, se han concluido 90 procesos de consulta previa 
en relación con proyectos de infraestructura, proyectos de generación eléctrica, áreas naturales 
protegidas, proyectos de minería, extracción de hidrocarburos y patrimonio cultural. 
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En sus observaciones la CONFIEP indica que, si bien el Gobierno cuenta con guías metodológicas 
para identificar a los sujetos de consulta, existe menos claridad sobre cómo se realiza el proceso de 
identificación de afectaciones a derechos colectivos. La CONFIEP también observa que, dentro del 
equipo encargado de elaborar instrumentos para medir el cumplimiento de acuerdos, no se considera 
al Ministerio de Energía y Minas, a pesar de ser la entidad que realiza la mayor cantidad de procesos de 
consulta. Por su parte, la CGTP, la CUT-Perú y la CATP señalan que para establecer mejoras al proceso 
de consulta es necesario abordar temas como la buena fe, limitaciones a la representatividad, la calidad 
de información, la accesibilidad, la transparencia y la adecuación cultural. 

La Comisión alienta al Gobierno a seguir tomando las medidas necesarias para continuar mejorando 
el funcionamiento de los procesos de consulta previa, en coordinación con todas las entidades 
gubernamentales involucradas, y en particular en relación con el acceso a la calidad de información, la 
forma de evaluar la existencia de afectación y la adecuación del mecanismo de consulta a la realidad 
cultural de las comunidades indígenas. Pide también al Gobierno que continúe presentando informaciones 
sobre toda evaluación realizada al funcionamiento del actual proceso de consulta, incluso en el marco de 
la Comisión multisectorial permanente para la aplicación del derecho a la consulta previa. 

Artículo 14. Tierras. En relación con las medidas para identificar, demarcar y titular las tierras de 
los pueblos cubiertos por el Convenio, la Comisión toma nota de que el Gobierno informa que, en el 
seno de la Comisión multisectorial permanente encargada de proponer, realizar el seguimiento y 
fiscalizar la implementación de las medidas y acciones estratégicas para el desarrollo integral de los 
pueblos indígenas u originarios, se está trabajando en una propuesta normativa para fijar un 
procedimiento administrativo que facilite la demarcación territorial. El Gobierno indica también que la 
Dirección General de Saneamiento de Propiedad Agraria y Catastro Rural cuenta con una asignación 
presupuestaria para actualizar el servicio de catastro de 251 comunidades nativas de los departamentos 
de Junín, Cusco, Huánuco, Pasco, Madre de Dios y Ucayali. De acuerdo con la información estadística 
presentada por el Gobierno, a mayo de 2023, de un total de 2 297 comunidades nativas reconocidas, 
692 comunidades aún están pendientes de recibir la titulación de sus tierras ancestrales. 

Por otra parte, la Comisión toma nota de que, en sus observaciones, la CGTP, la CUT-Perú y 
la CATP se refieren a la adopción, en enero de 2024, de la Ley que modifica la Ley Forestal y de Fauna 
Silvestre (núm. 29763) y aprueba disposiciones complementarias orientadas a promover la zonificación 
forestal. Según dichas organizaciones, la nueva Ley establece modificaciones que fomentan la 
deforestación de bosques en tierras tradicionales de los pueblos indígenas al eliminar el procedimiento 
de verificación previa para la autorización de actividades de extracción forestal. Al respecto la Comisión 
observa que, si bien la disposición complementaria segunda de dicha Ley establece que no se otorgarán 
títulos habilitantes forestales y de fauna silvestre en áreas que se encuentren en trámite de 
reconocimiento, de titulación o de ampliación de comunidades campesinas y nativas, y en áreas en que 
se encuentren en trámite el reconocimiento de pueblos en aislamiento voluntario, dicha excepción no 
parecería ser aplicable para pueblos cuya propiedad sobre la tierra no ha sido aún identificada ni sujeta 
a un proceso de reconocimiento o titulación. 

La Comisión confía en que las medidas adoptadas por el Gobierno sirvan para garantizar la 
protección de las tierras tradicionalmente ocupadas por los pueblos cubiertos por el Convenio, y pide 
al Gobierno que continúe informando de manera detallada sobre los progresos alcanzados respecto a 
los procesos de demarcación y titulación. Asimismo, pide al Gobierno que aclare sobre las implicaciones 
de la Ley que modifica la Ley Forestal y de Fauna Silvestre (núm. 29763), adoptada en 2024, en relación 
con los pueblos y comunidades indígenas que viven en áreas donde existen bosques y cuyas tierras aún 
no han sido objeto ni de identificación ni de reconocimiento. 

Artículo 20, 3), c). Protección contra todas las formas de servidumbre por deudas. La Comisión toma 
nota de que la Comisión de la Conferencia pidió al Gobierno que indicara los progresos realizados en 
las investigaciones sobre las denuncias relativas a la tala ilegal y los casos de trabajo forzoso vinculados 
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al sistema de habilitación en el departamento de Ucayali. La Comisión examina la información 
proporcionada por el Gobierno al respecto en el marco de sus comentarios sobre la aplicación del 
Convenio núm. 29 sobre trabajo forzoso, 1930. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

República Bolivariana de Venezuela 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) (ratificación: 2002) 

Comentario anterior 
La Comisión toma nota de las observaciones conjuntas de la Confederación de Trabajadores de 

Venezuela (CTV), la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela (UNETE), la Confederación General de 
Trabajadores (CGT), la Confederación de Sindicatos Autónomos (CODESA), la Central Unitaria de 
Trabajadores de Venezuela (CUTV) y la Federación de Asociaciones de Profesores Universitarios de 
Venezuela (FAPUV), recibidas el 31 de agosto de 2024. 

Artículos 2 y 33 del Convenio. Acción coordinada y sistemática. En referencia a su comentario anterior, 
la Comisión toma nota de la información proporcionada por el Gobierno en su memoria sobre el 
fortalecimiento del «poder popular indígena». En particular, la Comisión toma nota de que: 

• en 2023, el Ministerio del Poder Popular para los Pueblos Indígenas logró la constitución de 
139 Consejos Comunales Indígenas certificados, distribuidos en nueve estados, 460 Consejos 
Comunales en proceso de certificación y un total de 126 adecuaciones en el estado de 
Amazonas. El Gobierno indica que los consejos comunales indígenas han sido asumidos como 
otra forma de participación en las políticas públicas de las comunidades indígenas, además de 
sus organizaciones tradicionales, lo que permite a las comunidades asumir roles que eran 
propios de la administración pública y ser parte del diagnóstico, la planificación, la aprobación 
de los recursos, y la contraloría para alcanzar el desarrollo local comunitario; 

• en 2022, se adoptó el Plan del buen gobierno indígena y sus desafíos 2023-2030, resultado de 
asambleas preparatorias a nivel comunitario, municipal, estatal y nacional, que debe servir de base 
para desarrollar agendas concretas de acción y los mapas de soluciones, partiendo de las 
condiciones territoriales de cada comunidad y pueblo indígena, y 

• los pueblos originarios pueden presentar demandas colectivas para sus comunidades ante el 
Ministerio del Poder Popular para los Pueblos Indígenas quien canaliza y hace seguimiento a 
todas las solicitudes ante los órganos competentes. 

La Comisión pide al Gobierno que: 1) se asegure de la participación de los pueblos indígenas en 
el desarrollo de las acciones coordinadas por el Ministerio del Poder Popular para los Pueblos 
Indígenas, incluyendo ejemplos de dichas acciones; 2) proporcione información sobre la participación 
de los pueblos indígenas en el desarrollo, implementación y evaluación de las agendas de acción y de 
los mapas de soluciones dentro del marco del Plan del buen gobierno indígena y sobre cómo se asegura 
la coordinación entre el Gobierno central y los estados, y entre las instituciones gubernamentales 
concernidas, y 3) suministre ejemplos de las acciones impulsadas y realizadas a nivel local por los 
consejos comunales indígenas para proteger los derechos de los pueblos indígenas y a garantizar el 
respeto de su integridad. 

Artículos 6 y 7. Consulta y participación. La Comisión toma nota de que el Gobierno informa que el 
Ministerio del Poder Popular para los Pueblos Indígenas apoya el desarrollo del proceso de consultas 
por parte del Ministerio del Poder Popular de Planificación para el establecimiento de un distrito motor 
entre las comunidades indígenas de las parroquias Codazzi del Municipio Pedro Camejo (estado Apure), 
Parhueña del municipio Atures (estado Amazonas) y Pijiguao del municipio Cedeño (estado Bolívar). La 
Comisión toma nota igualmente de la indicación del Gobierno según la cual, a partir del proceso para 
la elección de diputados a la Asamblea Nacional Constituyente de 2017, se ha desarrollado una 
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metodología que garantiza que los diputados y legisladores indígenas sean electos solo por los pueblos 
y comunidades indígenas y no por todo el padrón electoral. El Gobierno aclara que la Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo de Justicia ordenó al Consejo Nacional Electoral (CNE) iniciar un nuevo desarrollo 
normativo de la forma y procedimiento de elección de los diputados y diputadas indígenas (Decisión 
núm. 0068, de 5 de junio de 2020). En consecuencia, el CNE dictó el Reglamento especial para regular la 
elección de la representación indígena en la Asamblea Nacional (Resolución núm. 200630-0024, del 
30 de junio de 2020), lo cual según el Gobierno ha permitido subsanar parcialmente el proceso de 
elección de los tres diputados indígenas a la Asamblea Nacional, al establecer un mecanismo de consulta 
directa a comunidades indígenas adecuado a sus propios procedimientos en la toma de decisiones. 

Asimismo, la Comisión toma nota de que el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 
(CERD) de Naciones Unidas, en sus observaciones finales de 2024, expresó su preocupación por: 
informaciones que dan cuenta de medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectar el 
ejercicio efectivo de los derechos de pueblos indígenas que han sido adoptadas sin llevar a cabo las 
consultas adecuadas, y proyectos extractivos y actividades que afectan las tierras, territorios y recursos 
de pueblos indígenas que son llevados a cabo sin respetar su derecho a la consulta previa y sin llevar a 
cabo estudios de impacto social y ambiental (CERD/C/VEN/CO/22-24). En el mismo sentido, la Comisión 
toma nota de las preocupaciones expresadas por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas por la falta de consulta previa, libre e informada de los pueblos indígenas en la adopción y 
aplicación de políticas extractivas, como la industria petrolera, minera y de conservación ambiental 
(CCPR/C/VEN/CO/5). La Comisión toma nota de que el Gobierno ha informado al CERD que se está 
elaborando un protocolo para la consulta libre, previa e informada de los pueblos indígenas. 

La Comisión recuerda que el Convenio prevé la obligación del Estado de consultar a los pueblos 
indígenas cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas que puedan afectarles 
directamente, y especialmente antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o 
explotación de recursos existentes en sus tierras. Las consultas deben ser formales, plenas y llevarse a 
cabo de buena fe; debe producirse un verdadero diálogo entre los Gobiernos y los pueblos indígenas 
caracterizado por la comunicación y el entendimiento, el respeto mutuo, la buena fe y el deseo sincero 
de alcanzar un acuerdo. La Comisión también recuerda que los pueblos indígenas deben gozar 
plenamente de sus derechos políticos, sin obstáculos ni discriminación. 

La Comisión insta al Gobierno a desarrollar un procedimiento adecuado para la consulta con los 
pueblos indígenas cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de 
afectarles directamente, de conformidad con los requisitos del Convenio, en consulta con estos pueblos 
y con su participación, y pide información sobre todo avance respecto de la elaboración de un protocolo 
para la consulta libre, previa e informada de los pueblos indígenas. La Comisión pide al Gobierno que 
proporcione informaciones sobre: 1) los procesos de consulta acompañados por el Ministerio del Poder 
Popular para los Pueblos Indígenas, la metodología utilizada y los acuerdos logrados, indicando 
igualmente de qué manera los pueblos indígenas concernidos participaron en el diseño de estos 
procesos, y 2) las medidas adoptadas para garantizar que los pueblos indígenas gocen plenamente de 
sus derechos políticos, sin discriminación ni obstáculos, incluso en relación con la participación en la 
Asamblea Nacional, y sobre el mecanismo de consulta directa a las comunidades indígenas para la 
elección de los diputados en la Asamblea. 

Artículo 3. Derechos humanos. La Comisión se refiere a su observación anterior en la cual expresó 
su profunda preocupación por las informaciones relativas a la situación de inseguridad que afecta a 
varios pueblos indígenas en el país. La Comisión lamenta tomar nota de la falta de información en la 
memoria del Gobierno al respecto. 

La Comisión toma nota de que, en sus observaciones conjuntas, la CTV, la UNETE, la CGT, la 
CODESA, la CUTV y la FAPUV indican que: 1) la población indígena se encuentra en un estado de pobreza 
y violación de sus derechos; 2) la comunicación que logran representantes de las comunidades 

https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:13100:0::NO:13100:P13100_COMMENT_ID,P11110_COUNTRY_ID,P11110_COUNTRY_NAME,P11110_COMMENT_YEAR:3962283,102880,Venezuela%20(Rep%C3%BAblica%20Bolivariana%20de),2018
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indígenas con organismos del Estado es completamente inefectiva, ya que sus reclamos no son 
escuchados ni respondidos, y 3) los pueblos indígenas en los estados de Bolívar, Amazonas y Delta 
Amacuro, están siendo acechados por bandas criminales, para promover el desplazamiento masivo de 
indígenas para otros países, como es el caso de los waraos del estado Delta Amacuro, sin que el 
Gobierno haya tomado medida alguna para evitarlo. Asimismo, hacen referencia: 1) al asesinato y 
persecución sistemática de miembros de los pueblos indígenas como el pueblo Pemón del sur del 
Orinoco, estado de Bolívar, el pueblo Yukpa de la sierra de Perijá, estado de Zulia, y el pueblo Yanomami, 
estado de Amazonas y 2) a la acción gubernamental de fuerza y coerción creciente contra los pueblos 
indígenas del estado de Bolívar, especialmente del pueblo Pemón, el cual es constantemente agredido 
y hostigado por militares; e informan sobre casos específicos de detención arbitraria, desplazamiento 
forzoso, ataques y asesinatos de líderes y defensores indígenas. 

La Comisión toma nota de que el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos, en su informe de junio de 2024, sobre la situación de los derechos humanos en la República 
Bolivariana de Venezuela, indicó que las actividades mineras, la presencia de grupos armados y 
delictivos, y la violencia conexa contribuyeron a aumentar el desplazamiento de comunidades 
indígenas, haciendo referencia a información según la cual, en los últimos cinco años, al menos 
6 000 Jivi, Uwottüja, Yekuana, Sanemá, Yeral y Yanomami huyeron a Colombia a causa de la 
confrontación entre grupos armados no estatales, lo que contribuyó, a su vez, a la erosión de las 
prácticas indígenas, al tiempo que debilitó sus sistemas de autogobierno y su derecho a la 
autodeterminación (A/HRC/56/63). 

La Comisión toma nota igualmente de que el CERD, en sus observaciones de 2024, expresó su 
preocupación por las alegaciones de actos de violencia, amenazas y atentados contra la vida cometidos 
en contra de líderes y defensores de los derechos de los pueblos indígenas y de las personas 
afrodescendientes, y por la utilización indebida, en ocasiones, del proceso penal para perseguir a 
defensores de los derechos de los pueblos indígenas y de sus territorios. Asimismo, el CERD expresó su 
preocupación por las alegaciones sobre uso excesivo de la fuerza, detenciones arbitrarias, tortura y 
tratos crueles, inhumanos o degradantes y el no respeto del debido proceso en contra de miembros de 
pueblos indígenas, en particular los actos cometidos en contra de miembros del pueblo indígena Yukpa, 
y sobre la falta de transparencia, diligencia y pertinencia intercultural en la investigación de casos 
cometidos en contra de pueblos indígenas (CERD/C/VEN/CO/22-24). Además, la Comisión toma nota de 
que el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas expresó su preocupación por: 1) la 
persistencia de situaciones de desplazamiento forzado interno, particularmente en los estados 
fronterizos y en las zonas mineras, sobre todo de las comunidades indígenas y campesinas y 2) la 
continuación de actividades criminales en territorios indígenas, incluso por parte de grupos criminales 
armados, usando la violencia y amenazas en contra de los pueblos indígenas (CCPR/C/VEN/CO/5). 

La Comisión expresa su profunda preocupación por la persistente situación de inseguridad y 
violencia que afecta a los pueblos indígenas, a sus líderes y a sus defensores. La Comisión insta 
firmemente al Gobierno a que adopte las medidas necesarias para: 

• proteger la vida y la integridad de los pueblos indígenas, sus representantes, dirigentes y 
defensores; garantizar el ejercicio pleno y efectivo de sus derechos humanos; e investigar y 
sancionar los responsables materiales y/o intelectuales de todo acto de violencia, intimidación 
y persecución, y 

• prevenir y poner fin a los conflictos generados por las actividades ilegales, incluso las 
expansiones mineras, y para salvaguardar las personas, las instituciones y los derechos de los 
pueblos afectados, con la participación de dichos pueblos. 

La Comisión reitera además su pedido de información sobre las investigaciones llevadas a cabo 
en relación con las denuncias presentadas respecto de los actos de la guardia territorial pemón, y sobre 
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la forma en que se asegura el respeto a los derechos humanos de los miembros de la comunidad de 
ikaburú, que fueron objeto de sus comentarios anteriores. 

Artículos 3 y 25. Escasez de alimentos y medicamentos. En respuesta a sus comentarios anteriores, 
el Gobierno recuerda que el país es afectado por 930 medidas coercitivas unilaterales que fueron 
agudizando las condiciones económicas, sociales y culturales de la sociedad venezolana, resultando en 
la escasez de alimentos, medicamentos y en la dificultad para acceder a la compra de bienes esenciales. 
El Gobierno indica que para mitigar los efectos y consecuencias de dichas medidas, se han emprendido 
las acciones siguientes: creación y desarrollo de las unidades de producción social para la generación 
de alimentos en territorios indígenas; proyectos encaminados al autoabastecimiento alimentario y a la 
promoción de la medicina tradicional; jornadas médico-asistenciales, vacunación, caracterización y 
despistaje de patologías, acompañamiento y apoyo a pacientes indígenas, y entrega directa de módulos 
de alimentación e instalación de casas de alimentación, entre otras medidas. 

La Comisión toma nota de que, en sus observaciones, la CTV, la UNETE, la CGT, la CODESA, la CUTV 
y la FAPUV se refieren a la falta de infraestructura, de personal profesional, de insumos y de 
medicamentos. Indican, por ejemplo, que, en el estado de Amazonas, en el municipio Autana, apenas 
están en pleno funcionamiento 3 centros de atención primaria en salud (ambulatorios), de los 12 que 
existen en la zona, y en el municipio Alto Orinoco, ninguno de los 21 establecimientos de salud está en 
funcionamiento. Subrayan que la población indígena tiene una esperanza de vida al nacer de hasta 
40 años menor al promedio nacional y muere por enfermedades prevenibles por vacunación, y tratables 
como diarreas, desnutrición, parasitosis intestinales, anemia, complicaciones del parto, hepatitis virales, 
tuberculosis y malaria. La Comisión toma nota asimismo de que la CTV, la UNETE, la CGT, la CODESA, 
la CUTV y la FAPUV observan la falta de información sobre el impacto de las distintas medidas citadas 
en la memoria del Gobierno. Resaltan que se enumeran entregas aisladas, circunstanciales, de 
alimentos que si bien, junto con la acción de organizaciones no gubernamentales dedicadas a la labor 
humanitaria, atienden situaciones específicas en un momento dado, no evidencian una política estatal 
dirigida a resolver estructuralmente la inequidad de acceso a alimentos de los pueblos indígenas del 
país. Agregan que las actividades tradicionales de agricultura y pesca se han visto afectadas por la 
contaminación de las aguas con el mercurio proveniente de la explotación minera, lo que expone a la 
población al consumo de alimentos tóxicos. 

Al tiempo que toma nota de las medidas adoptadas por el Gobierno, la Comisión insta al Gobierno 
a que examine y aborde, de manera coordinada y sistemática, la situación de escasez de alimentos y 
medicamentos en las comunidades indígenas, con la participación de los pueblos indígenas, e informe 
sobre las medidas adoptadas y sus impactos. 

Artículo 14. Demarcación y titulación de tierras. Respecto de los avances en los procesos de 
demarcación y titulación de tierras, la Comisión observa que el Gobierno reitera que, desde 2005 hasta el 
presente, se han otorgado 102 títulos de propiedad colectiva de hábitat y tierras indígenas a 
683 comunidades, pertenecientes a 15 pueblos indígenas, lo que parece indicar que no se han producido 
avances en la demarcación y titulación de tierras indígenas desde 2018. La Comisión toma nota de que, 
según la CTV, la UNETE, la CGT, la CODESA, la CUTV y la FAPUV, hay resistencia contra los derechos de los 
pueblos indígenas en importantes sectores gubernamentales, incluyendo militares. 

La Comisión toma nota igualmente de que el CERD se refiere en sus observaciones de 2024 a: 1) la 
lentitud de los procesos de demarcación y titulación de tierras indígenas, así como el hecho de que 
estos estarían paralizados desde 2016, en parte debido a la falta de funcionamiento de las comisiones 
de demarcación regionales y la nacional y 2) el hecho de que la falta de demarcación y titulación de 
tierras indígenas a menudo ha contribuido a suscitar ataques e invasiones ilegales de personas no 
indígenas, generando graves conflictos y violencia en torno al acceso de la tierra y los recursos naturales 
(CERD/C/VEN/CO/22-24). 
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La Comisión pide al Gobierno que tome medidas inmediatas para avanzar con la demarcación y 
titulación de las tierras de los pueblos indígenas, con la participación de los pueblos y comunidades 
concernidas, asegurando la protección efectiva de sus derechos, incluyendo medidas contra toda 
intrusión o uso no autorizado de las mismas, y que proporcione información al respecto, incluso sobre 
las medidas adoptadas en el marco del Plan sectorial de los pueblos indígenas. 

Artículo 15. Recursos naturales. Arco minero del Orinoco. En relación con el pedido de información 
de la Comisión sobre las consultas realizadas con las comunidades indígenas afectadas por las 
actividades mineras como parte del proyecto arco minero del Orinoco, el Gobierno afirma que garantiza 
la conservación ecosocialista, los usos y costumbres de los pueblos indígenas en la zona de desarrollo 
estratégico nacional arco minero del Orinoco y respeta la consulta previa e informada a los pueblos y 
comunidades indígenas de la zona. A este respecto, el Gobierno proporciona una cronología de las 
consultas realizadas a partir del año 2017, que han consistido en: encuentros con pequeños mineros; 
reuniones y asambleas en las cuales representantes de los pueblos indígenas presentaron propuestas 
al Gobierno Nacional para defender sus derechos, proteger el ambiente y sanear los territorios 
afectados por la minería, e impulsar la productividad en el arco minero del Orinoco, y la suscripción de 
200 alianzas estratégicas con mineros y mineras artesanales, entre otras reuniones. Además, el 
Gobierno indica que, debido al desarrollo de la minería en las zonas permitidas, se han incrementado 
los beneficios a las comunidades como, por ejemplo, la atención y protección social de los mismos, y se 
incentiva la participación laboral en los proyectos que se estén efectuando en sus tierras. Al tiempo que 
toma nota de esta información, la Comisión observa que las reuniones mencionadas no parecen cumplir 
con los requisitos del Convenio. La Comisión recuerda que la forma y el contenido de los procedimientos 
y mecanismos de consulta tienen que permitir la plena expresión —con suficiente antelación y sobre la 
base del entendimiento pleno de las cuestiones planteadas— de las opiniones de los pueblos 
interesados, a fin de que puedan influir en los resultados y se pueda lograr un consenso, y para que 
estas consultas se lleven a cabo de una manera que resulte aceptable para todas las partes. Si se 
cumplen estos requisitos, las consultas pueden ser un instrumento de diálogo auténtico, de cohesión 
social y desempeñar un papel decisivo en la prevención y resolución de conflictos. 

A este respecto, la Comisión toma nota de que la CTV, la UNETE, la CGT, la CODESA, la CUTV y la 
FAPUV indican que el Decreto núm. 2.248, del 24 de febrero de 2016, denominado «zona de desarrollo 
estratégico arco minero del Orinoco», fue adoptado sin consulta a las comunidades indígenas 
afectadas, y ha destinado 12 millones de hectáreas de territorios indígenas para actividades mineras, 
que están destruyendo y contaminando con mercurio y cianuro, los ríos, suelos y tierras indígenas y 
están produciendo múltiples violaciones de derechos de las comunidades afectadas. Los sindicatos 
subrayan que la proliferación de la minería legal e ilegal compromete negativamente la vida de los 
pueblos indígenas amazónicos, que terminan secuestrados o desplazados por ella, y favorece el trabajo 
y la explotación infantil, la prostitución, la explotación sexual y la trata de mujeres, niños, niñas y 
adolescentes. Observan que, entre 2019 y 2021, la superficie afectada por la minería aumentó en un 
294 por ciento. Subrayan que esta situación ha generado el desplazamiento de los indígenas hacia los 
campamentos mineros para generar algún ingreso para su sustento, ha alterado las dinámicas de las 
comunidades, fragmentando sus estructuras de gobernanza por contradicciones internas en relación 
con la minería, y ha afectado su capacidad productiva. Además, las comunidades están expuestas al 
envenenamiento por consumo de mercurio proveniente de las minas, lo que está generando toda clase 
de males, incluso genéticos. Adicionalmente, informan que en el Parque Nacional Parima Tapirapecó, 
territorio Yanomami en el Alto Orinoco, mineros ilegales (garimpeiros) brasileños continúan 
desarrollando sus actividades de minería sin que la Guardia Nacional Bolivariana u otra fuerza oficial 
del Estado haga esfuerzos por impedirlas. 

La Comisión toma nota igualmente de que la Misión internacional independiente de 
determinación de los hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela, establecida por el Consejo de 
los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, publicó en 2022, conclusiones detalladas sobre la 
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situación de los derechos humanos en el arco minero del Orinoco y otras áreas del estado de Bolívar, 
en particular: la militarización de los territorios indígenas como estrategia del Estado para responder al 
control creciente de grupos armados criminales sobre el sector minero; la formación de grupos de 
seguridad indígena para resistir la minería ilegal y frente a la falta de respuesta de las autoridades ante 
los abusos de poder y violaciones de derechos humanos, por parte de las fuerzas de seguridad del 
Estado; amenazas y ataques por parte de grupos armados criminales contra líderes y lideresas 
indígenas que han impedido el paso de contrabando o el acceso a minas en su territorio, así como 
amenazas y ataques por parte de representantes del Estado contra líderes y lideresas indígenas, por 
haberse opuesto a la presencia armada del Estado en territorios indígenas, entre otras. La Misión ha 
observado que los hechos de violencia por el control de las minas ubicadas en los territorios indígenas 
involucran frecuentemente a bandas criminales o «sindicatos», con invasiones de los territorios 
indígenas por parte de mineros ilegales bajo su control o protección; sin embargo, también ha 
documentado casos de ataques violentos dirigidos a obtener el control de territorios indígenas por 
parte de agentes del propio Estado (A/HRC/51/CRP.2). 

La Comisión toma nota asimismo de que el CERD en sus observaciones de 2024 se refirió 
igualmente a las alegaciones de violencia sexual contra mujeres y niñas indígenas, así como de trata 
para su explotación económica y sexual, en particular en zonas mineras de los estados de Amazonas, 
Bolívar y Zulia, donde operarían organizaciones armadas y delictivas no estatales. 

La Comisión deplora estas informaciones e insta firmemente al Gobierno a que tome con 
urgencia las medidas necesarias, en consulta con los pueblos indígenas concernidos, para: 
garantizarles el goce pleno de los derechos a sus tierras y a los recursos naturales existentes en ellas, 
incluido el derecho a ser consultados antes de emprender o autorizar cualquier programa de 
prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras; prevenir y sancionar toda intrusión 
o uso no autorizado de las mismas; proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que 
habitan, y prevenir todo desplazamiento forzoso. La Comisión insta al Gobierno a que se asegure de 
inmediato que las fuerzas militares y/u otras autoridades no lleven a cabo agresiones u hostigamientos 
contra los pueblos indígenas de la región. La Comisión además pide al Gobierno que informe sobre las 
medidas adoptadas para evaluar, en cooperación con los pueblos interesados, la incidencia social, 
espiritual, cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de minería tienen sobre esos pueblos, 
sobre cómo los resultados de estos estudios han sido considerados como criterios fundamentales para 
la ejecución de las actividades mencionadas, sobre los acuerdos logrados, la participación en los 
beneficios y las indemnizaciones por los daños sufridos como resultado de esas actividades. 

La Comisión también pide al Gobierno que tome las medidas necesarias para prevenir y 
responder a la situación de particular vulnerabilidad de los niños y mujeres en el marco de la presencia 
de actividades ilícitas y de desplazamientos forzosos, y para identificar las prácticas de explotación 
laboral o sexual de las cuales podrían ser víctimas y brindarles la protección adecuada, en consulta 
con las comunidades afectadas. 

La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 
[Se solicita al Gobierno que responda de forma completa a los presentes comentarios en 2025]. 

Solicitudes directas 
Además, se han enviado directamente a los siguientes Estados solicitudes relativas a ciertas 

cuestiones: el Convenio núm. 107 (República Árabe Siria); el Convenio núm. 169 (Brasil, México, Nepal, 
Nicaragua, Noruega, Perú, Venezuela (República Bolivariana de)). 
 

https://intranet.ilo.org/collaborate/ceacr/NORMESCEACRWorkspace/VEN_A22_IND_C169_2024/VEN_C169_UNRep_FFMV-CRP-2-Spanish.pdf
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